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I.- Se solicita informe razonado sobre la viabilidad de la idea planteada 
en el supuesto de hecho, siendo necesario pronunciarse sobre la 
conveniencia de constituir una sociedad y, en tal caso, el tipo societario 
que, a su entender, deben constituir los interesados. Una vez decidida 
esta cuestión se han realizar todas las gestiones necesarias para poner 
en marcha la referida empresa (céntrese en los aspectos mercantiles, 
administrativos, laborales y fiscales). 
1. Elección del tipo social. 
 
Ante la situación de crisis económica que está viviendo nuestro país, unida a la 
elevadísima tasa de desempleo, consideramos el autoempleo como mejor remedio para 
llevar a cabo una actividad laboral. 
 
En primer lugar, hemos de analizar las características fundamentales de los principales 
tipos sociales contemplados en la legislación española y analizar cuál es el que mejor se 
adecúa a las necesidades de nuestros clientes.  
 
Nuestros clientes pretenden fundar una empresa, en concreto un agencia de viajes que 
dé trabajo a la familia, ya que todos los miembros de ésta están desempleados. Por 
tanto, el tipo social que deben elegir entre los que nos ofrece el ordenamiento jurídico 
será preferentemente un tipo social de carácter cerrado (que dificulte la entrada de 
terceros en la sociedad) y de un capital mínimo reducido. 
 
Analizamos como primera opción para nuestros clientes la figura del empresario 
individual. 
 
Son requisitos fundamentales para adquirir el status de comerciante para el Código de 
Comercio capacidad y ejercicio habitual, a los que hay que añadir la exigencia de la 
utilización del nombre del empresario en el tráfico. Esta figura tiene la gran ventaja de 
que no se necesita ninguna inscripción ni formalidad para la realización de su actividad 
y es una forma idónea para el funcionamiento de empresas de tamaño muy reducido, 
pero cuenta con el gran inconveniente de que la responsabilidad del empresario es 
ilimitada; responde con todo su patrimonio personal de las deudas generadas en su 
actividad, con lo que deberíamos rechazar esta posibilidad. 
 
Pasamos ahora a analizar las sociedades personalistas, que se configuran legalmente 
tomando en consideración, primordialmente, la persona de los socios. Son sociedades 
personalistas: 
 
La sociedad colectiva. Viene regulada en el Código de Comercio, en cuyo artículo 
122.1 se ha suprimido la definición legal de la sociedad regular colectiva, que se limita 
a denominarla de esta forma.  
 
La sociedad colectiva puede definirse como la sociedad personalista que desarrolla una 
actividad mercantil bajo una razón social, con las particularidades que del cumplimiento 
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Llegados a este punto, visto que los socios de esta sociedad responden ilimitadamente 
de las deudas sociales, y dada la situación económica de nuestros clientes y el riesgo 
que conlleva en esta situación cualquier actividad empresarial, hemos de rechazar este 
tipo social.  
 
La sociedad comanditaria simple. Es una sociedad regulada por el Código de 
Comercio y caracterizada por la coexistencia de socios colectivos, que responden 
ilimitadamente de las deudas sociales y cuyo nombre ha de servir para formar la razón 
social, y de los socios comanditarios, cuya responsabilidad es limitada. 
 




a) Es una sociedad personalista, no sólo por la presencia de los socios colectivos, sino 
también por la de los comanditarios, en los que esa nota está más atenuada, pero de tal 
manera que los caracteres personales de estos socios y de su patrimonio se requieren 
para la consecución del fin social. 
 
b) Es una sociedad que ejercita una actividad mercantil. 
 
c) Coexisten socios colectivos con los socios comanditarios. 
 
El motivo por el que rechazamos este tipo social es el mismo que en el caso de la 
sociedad colectiva: el riesgo para el patrimonio de nuestros clientes. 
 
 
Descartadas las sociedades personalistas, pasamos a analizar las sociedades mutualistas. 
 
Son aquellas que presentan ciertos rasgos o caracteres comunes, entre los que cabe 
destacar como más sobresalientes los siguientes: 
 
1. Su sometimiento a diversas medidas de control público en lo respectivo a su 
constitución y funcionamiento. 
 
2. Su finalidad orientada a la satisfacción de ciertas necesidades comunes a todos 
sus socios. 
 
3. La variabilidad de su capital que puede alterarse sin necesidad de modificar los 
estatutos. 
 
Analizaremos la única sociedad de base mutualista que se podría adaptar a las 
necesidades de nuestros clientes: la cooperativa. 
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La sociedad cooperativa es definida por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) 
como “una asociación autónoma de personas que se han unido de forma voluntaria 
para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en 
común, mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática”. 
 
El artículo 1.1 de la Ley de Cooperativas, por su parte, las define como “una sociedad 
constituida por personas que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja 
voluntaria, para la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer 
sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura y funcionamiento 
democrático conforme a los principios formulados por la ACI”. 
 
Por tanto, los principios de este tipo social son: 
 
- El de puertas abiertas, que se hace efectivo en la admisión de la variabilidad de 
su capital. 
 
- El de fundamentación no capitalista de la condición de socio, que se materializa 
en la no consideración de los excedentes económicos repartibles como 
rendimientos del capital, sino como fruto de la colaboración de los socios. 
 
- El de gestión y funcionamiento democráticos, claramente puesto de manifiesto 
en el hecho de un voto por cada socio. 
 
 
El principal problema que detectamos en este tipo social es precisamente este último 
principio: la estructura democrática de las cooperativas. El hecho de que cada socio 
tenga la misma capacidad de influir en los acuerdos sociales parece estar pensado para 
sociedades cuyos socios tienen una misma experiencia y conocimientos sobre el objeto 
social, pero en el caso de nuestros clientes, D. Jaime conoce el sector de las agencias de 
viajes sobradamente y mejor que el resto de miembros de la familia, por lo que habría 
de tener un mayor poder de decisión en la empresa, a nuestro entender. 
 
Descartadas las sociedades mutualistas, analizaremos las sociedades de capital. 
 
La sociedad anónima. De naturaleza mercantil, es el prototipo de sociedad capitalista, 
en el sentido de que en ella no cuenta la persona del socio, en principio, sino lo que 
aporta.  
 
El capital de la SA estará dividido en partes alícuotas, denominadas acciones, tal y 
como establece el artículo 1.3 de la Ley de Sociedades de Capital (LSC). La 
particularidad de este tipo social es que las acciones tienen consideración de valor 
mobiliario, susceptibles de representación, lo que las hace fácilmente transmisibles. 
 
Establece el artículo anteriormente nombrado que los socios no responderán 
personalmente de las deudas sociales; el socio sólo arriesga lo que aporta o lo que se 
obliga a aportar.  
 
Por su parte, el artículo 4.2 LSC fija el capital social mínimo de la Sociedad Anónima 
en sesenta mil euros. Asimismo, las acciones deberán estar íntegramente suscritas por 
los socios, y desembolsado, al menos, en una cuarta parte el valor nominal de cada una 
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de ellas en el momento de otorgar la escritura de constitución de la sociedad (art. 79 
LSC). 
 
Dado que la pretensión de nuestros clientes es fundar una empresa familiar no necesitan 
que las partes alícuotas del capital estén representadas por un título valor y tengan el 
carácter de valor mobiliario, puesto que no necesitan hacer uso de la facilidad que esto 
da para la transmisión. 
 
Además, el capital social que hay que aportar para fundar este tipo de sociedad es 
excesivo para el negocio que quieren fundar nuestros clientes. 
 
La sociedad anónima europea. Es un tipo social sometido al Derecho Comunitario, ya 
que debe constituirse con arreglo al Reglamento (CE) núm.2157/2001, así como a las 
normas derivadas de la transposición de la Directiva 2001/86/CE, reguladora de la 
implicación de los trabajadores en la Societas Europeae. 
 
Este tipo social está pensado para grandes empresas que operan en distintos países de la 
Unión Europea (el capital mínimo ha de ser de 120.000 euros), lo que unido a las 
razones que nos llevaron a rechazar la SA, nos lleva a rechazar este tipo social como el 
recomendable para nuestros clientes. 
 
La sociedad comanditaria por acciones. Es una sociedad cuyo capital está dividido en 
acciones, que se formará por las aportaciones de los socios, uno de los cuales, al menos, 
se encargará de la administración de la sociedad y responderá personalmente de las 
deudas sociales como socio colectivo, mientras que los socios comanditarios no tendrán 
esa responsabilidad (art.1.4 LSC). 
 
A pesar de su denominación, la sociedad en comandita por acciones no es una mera 
derivación de la sociedad en comandita simple, sino que se trata de una sociedad de 
capitales, cuyo régimen es similar al de la sociedad anónima. 
 
Sin embargo, y esto es lo que lo distingue de la anónima, aquellos socios que asuman 
funciones de administración responderán, como hemos dicho, de forma ilimitada de las 
deudas de la sociedad, y es esta circunstancia la que nos hace descartar este tipo social, 
ya que entendemos que nuestros clientes no quieren asumir ese riesgo. 
 
 
La sociedad limitada. Nace al tráfico mercantil en la segunda mitad del siglo XIX, 
como hermana menor de la anónima e instrumento para organizaciones empresariales 
de modestas dimensiones, reducido número de socios y no excesivo capital, que aspiran 






Señala el artículo 1.2 de la LSC: “En la sociedad de responsabilidad limitada, el 
capital, que estará dividido en participaciones sociales, se integrará por las 
aportaciones de los socios, quienes no responderán personalmente de las deudas 
sociales”. 
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Este concepto es insuficiente en cuanto que no recoge algunos rasgos definitorios 
importantes, por lo que podríamos dar la siguiente noción: La sociedad de 
responsabilidad limitada es la sociedad mercantil de capitales, de carácter cerrado, con 
un capital mínimo de 3000 euros, dividido en participaciones sociales y cuyos socios no 




El carácter puramente cerrado de la SL (las participaciones sociales carecen de la 
naturaleza de valores mobiliarios lo que dificulta su transmisión, se establecen 
limitaciones a la transmisión de las participaciones vía estatutaria y se prohíben las 
cláusulas estatutarias que hagan prácticamente libre la transmisión inter vivos) unido al 
bajo capital a aportar hacen que la SL sea la mejor opción para nuestros clientes.  
 
Lo que debemos plantearnos es si resulta más conveniente utilizar el tipo social de SL o 
uno de los que analizaremos a continuación: 
 
Sociedad Nueva Empresa. Es un subtipo de sociedad de responsabilidad limitada en la 
que se agilizan los trámites de constitución, puesto que el objetivo de este tipo social es 
estimular la creación de empresas, especialmente las de pequeña y mediana dimensión. 
 
La principal ventaja que comporta este tipo social es la posibilidad de realizar los 
trámites de constitución usando medios telemáticos y la utilización del DUE 
(Documento Único Electrónico) que permite aunar en un trámite la aportación de datos 
de la empresa al Registro Mercantil, la administración tributaria, la Seguridad Social...; 
así como el acortamiento de los plazos de inscripción. Además, se liberalizan, en 
relación con las establecidas para la sociedad limitada en general, las formas de 
convocatoria de la junta general, se prescinde de la previsión estatutaria para el 
nombramiento de los administradores por tiempo determinado y se suprime la exigencia 
de llevanza del libro-registro de socios. 
 
Al margen de estas ventajas de carácter mercantil, la LSC contempla en su disposición 
adicional 6.ª algunas ventajas de carácter fiscal (por ejemplo, aplazar el pago de los 
impuestos derivados de la constitución de la sociedad). 
 
 
Sociedades Laborales. Están reguladas en la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de 
Sociedades Laborales (LSL), que las define en el artículo 1.1 como las sociedades 
anónimas o limitadas en las que la mayoría del capital social es propiedad de los 
trabajadores que prestan en ellas servicios retribuidos en forma personal y directa, y 
cuya relación laboral es por tiempo indefinido. 
 
Este tipo social se presenta como cauce jurídico destinado a facilitar el acceso de los 
trabajadores de la empresa social a la titularidad del capital, de suerte que la mayoría de 
éste sea de su propiedad. Por eso cabe ver en el reconocimiento y la regulación legal de 
estas sociedades una conexión directa con el artículo 129 de la Constitución Española, 
que prevé el establecimiento por los poderes públicos de los instrumentos que faciliten 
el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción. 
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Aunque partiendo de la estructura de una SA o SL, la Sociedad Laboral incorpora dos 
características propias que la diferencian de éstas: 
  
- La mayoría del capital social pertenece a trabajadores de la propia sociedad.  
 
- Estos trabajadores están vinculados a la sociedad por una relación laboral estable. Es 
decir, además de estar vinculados a la sociedad por su condición de socios, también 
están vinculados a la sociedad por un contrato laboral indefinido. 
 
La principal ventaja de este tipo de sociedad es la de vincular la condición de socio al 
hecho de estar ligado a la sociedad por un contrato de trabajo indefinido (existe la 
posibilidad de ser socio sin cumplir esta condición pero el número de socios no 
laborales está limitado por la ley). 
 
Consideramos, por tanto, que este tipo social satisface las necesidades de nuestros 
clientes, ya que la obligatoriedad del vínculo laboral encaja perfectamente con el 
objetivo de los clientes de dar trabajo a toda la familia, y además, dado que el nivel de 
poder dentro de la sociedad depende del capital, este tipo social permite hacer una 
distribución de poder acorde a las necesidades de la empresa. 
 
Además de esto, no debemos olvidar las ventajas de carácter fiscal que la Ley 
contempla y que constituyen también una ventaja de este tipo social. 
 
Para gozar de estos beneficios fiscales, se han de reunir estos dos requisitos (art. 20 
LSL): 
 
- Tener la calificación de Sociedad Laboral. 
- Destinar al Fondo Especial de Reserva, en el ejercicio en el que se produzca el 
hecho imponible, el 25% de los beneficios líquidos. 
 
 
Cumplidos estos requisitos, la Sociedad puede obtener los beneficios fiscales que se 
mencionan en el artículo 19 de la Ley de Sociedades Laborales: 
 
 
“A) Exención de las cuotas devengadas por las operaciones societarias de constitución 
y aumento de capital y de las que se originen por la transformación de sociedades 
anónimas laborales ya existentes en sociedades laborales de responsabilidad limitada, 
así como por la adaptación de las sociedades anónimas laborales ya existentes a los 
preceptos de esta Ley”. 
 
Nos interesa la primera parte, aquella que dice que están exentas las cuotas devengadas 
por las operaciones societarias de constitución y aumento de capital.  
 
Se refiere a la modalidad del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados (ITPAJD) que grava las operaciones societarias citadas.  
 
La exención de las cuotas devengadas por estas operaciones en el Impuesto sobre 
Operaciones Societarias se establece con la finalidad de facilitar la creación de este tipo 
de sociedades, eximiéndolas de la carga tributaria que han de soportar como 
consecuencia de la realización de los actos necesarios para que nazcan y se consoliden. 
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 “B) Bonificación del 99 por 100 de las cuotas que se devenguen por modalidad de 
transmisiones patrimoniales onerosas, por la adquisición, por cualquier medio 
admitido en Derecho, de bienes y derechos provenientes de la empresa de la que 
proceda la mayoría de los socios trabajadores de la sociedad laboral”.                         
 
Para que este beneficio fiscal sea aplicable es necesario que la adquisición de bienes y 
derechos de la empresa se encuentre sujeta al ITP.  
 
El legislador, al establecer este beneficio, piensa en la creación de una Sociedad Laboral 
a partir de una empresa anterior, y por consiguiente, en la adquisición de la totalidad o 
práctica totalidad de los bienes de ésta por aquélla.  
 
La adquisición no estará sujeta al IVA, siempre que la Sociedad Laboral adquirente 
continúe el ejercicio de las mismas actividades empresariales del transmitente. 
 
 
“C) Bonificación del 99 por 100 de la cuota que se devengue por la modalidad gradual 
de actos jurídicos documentados, por la escritura notarial que documente la 
transformación bien de otra sociedad en sociedad anónima laboral o sociedad limitada 
laboral o entre éstas”. 
 
Se contemplan dos supuestos: transformación de una Sociedad que no tenga calificación 
de Laboral en Sociedad Laboral y transformación de una Sociedad de Responsabilidad 
Limitada Laboral en Anónima Laboral, y viceversa. 
 
El primer supuesto se refiere a los casos en que una Sociedad ni limitada ni anónima se 
transforme en Anónima Laboral o de Responsabilidad Limitada Laboral, ya que la 
adquisición de la condición laboral por parte de una SA o SL preexistente no se 
considera transformación societaria. 
 
 
“D) Bonificación del 99 por 100 de las cuotas que se devenguen por la modalidad 
gradual de actos jurídicos documentados, por las escrituras notariales que documenten 
la constitución de préstamos, incluidos los representados por obligaciones o bonos 
siempre que el importe se destine a la realización de inversiones en activos fijos 




Por supuesto, en base a lo anteriormente dicho con respecto a la Sociedad Anónima y 







2. Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral. 
 
2.1. Requisitos para la calificación como sociedad laboral. 
 
Se pueden resumir en tres, que se encuentran recogidos en la ley en los artículos 1 y 5.3. 




1. La mayoría del capital social debe ser propiedad de trabajadores que presten en la 
sociedad servicios retribuidos en forma personal y directa, y cuya relación laboral lo sea 
por tiempo indefinido (art. 1.1 Ley de Sociedades Laborales). 
 
2. El número de horas-año trabajadas por los trabajadores contratados por tiempo 
indefinido que no sean socios, no podrá ser superior, como regla general, al 15% del 
total de horas-año trabajadas por los socios trabajadores (art. 1.2 LSL). Si la sociedad 
tuviera menos de 25 socios trabajadores, el referido porcentaje no podrá ser superior al 
25% del total de horas-año trabajadas por los socios trabajadores. 
 
3. Ningún socio puede poseer acciones o participaciones sociales que representen más 
del 33% del capital, excepto cuando se trate de diversas entidades públicas (art. 5.3 
LSL).  
 
Trataremos los tres requisitos de manera separada para pormenorizar sus detalles: 
 
1. Mayoría del capital en manos de trabajadores indefinidos.  
 
Las participaciones de la sociedad laboral pueden ser de clase laboral o de clase general. 
Titulares de las acciones de clase laboral sólo pueden serlo los trabajadores que 
cumplan los requisitos contemplados en el anteriormente citado art. 1.1 LSL. Los 
trabajadores que no cumplan tales requisitos, como pueden ser los trabajadores que 
tengan contrato temporal, podrán ser socios titulares de participaciones de la clase 
general. Por otra parte, los trabajadores que pueden ser socios titulares de 
participaciones laborales también podrán serlo de participaciones de la clase general. 
 
El artículo 1.1 se ha de entender en el sentido de que la mayoría del capital debe estar 
representado por acciones o participaciones de la clase laboral; no simplemente que la 
mayoría del capital sea propiedad de trabajadores, que es lo que literalmente dice. 
 
2. Mayoría de trabajadores indefinidos que sean socios. No basta con que la mayoría del 
capital sea de trabajadores con contrato indefinido; es preciso además que la mayoría de 
los trabajadores indefinidos sean socios. Sólo entonces existirá cohesión real entre 
empresa y sociedad que justifica el tratamiento diferenciado de estas sociedades. 
 
En caso de que se superen los límites del 15% o 25%, la sociedad debe comunicar la 
superación de los límites al Registro administrativo en el plazo de 3 meses a partir de tal 
exceso. La Dirección General de Fomento de la Economía Social o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma concederá la autorización de dicha superación 
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de límites, previo examen y aprobación de un informe razonado sobre las causas que 
han llevado a la empresa a la misma. En un plazo máximo de 3 años la sociedad debe 
alcanzar los límites legales, reduciendo como mínimo cada año una tercera parte del 
exceso. 
 
3. Ningún socio poseerá más del 33% del capital. Se establecen límites a la 
participación en el capital, los cuales implican que el número mínimo de socios en una 
sociedad laboral es de 3. 
 
2.2. Objeto y organización. 
 
Objeto social. El objeto social de la sociedad deberá ser la explotación de una agencia 
de viajes y la comercialización de servicios turísticos y de transporte de personas, así 
como otras actividades destinadas a la explotación de la agencia. 
 
Tales actividades son: 
 
A. La mediación en la venta de billetes y reserva de plazas en toda clase de medios de 
transporte, asimismo en la reserva de habitaciones y servicios en las empresas turísticas 
y particularmente en los establecimientos hoteleros y demás alojamientos turísticos. 
 
B. La organización y venta de viajes combinados, la combinación previa vendida u 
ofrecida en venta conforme a un precio global de, al menos dos de los siguientes 
elementos, cuando dicha prestación sobrepase las 24 horas o incluya un noche de 
estancia: transporte, alojamiento, otros servicios turísticos no accesorios del transporte o 
del alojamiento y que constituyan una parte significativa del viaje combinado. 
 
C. La organización y venta de los paquetes turísticos. 
 
D. Información turística y difusión de los materiales de propaganda. 
 
 
La delimitación del objeto social es importante porque las facultades de representación 
del administrador se extenderán a todos los actos comprendidos en el objeto social 
delimitado en los estatutos (art. 234.1 LSC). 
 
No obstante, la jurisprudencia ha entendido como actos comprendidos en el objeto 
social todos aquellos que no sean manifiestamente contrarios a él. 
 
Así, la resolución de 3 de octubre de 1994 de la Dirección General de los Registros y el 
Notariado establece que ''es doctrina consagrada en la Jurisprudencia del Tribunal 
Supremo la inclusión en el ámbito del poder de representación de los administradores, 
no sólo los actos de desarrollo o ejecución del objeto social sea en forma directa o 
indirecta, y los complementarios o auxiliares para ello, sino también los neutros o 
polivalentes y los aparentemente no conectados con el objeto social, quedando 
excluidos únicamente no los actos ajenos al objeto mismo sino los claramente 





Capital social. El capital social mínimo de una sociedad limitada es de 3000 euros 
(artículo 4.1 LSC) y debe ser desembolsado íntegramente en el momento de la 
constitución (artículo 78 LSC). 
 
El capital estará dividido en participaciones sociales, bien de clase laboral, bien de clase 
general. De clase laboral son propiedad de los trabajadores mientras su relación laboral 
lo sea por tiempo indefinido y de clase general son las restantes. 
  
Aunque la aportación mínima de capital que hay que realizar es de 3000 euros, es 
aconsejable realizar una aportación mayor ya que si el patrimonio neto se ve reducido 
por pérdidas por debajo de la mitad del capital social, estaríamos ante una causa de 
disolución de la sociedad. Por tanto, consideramos que se debe realizar una aportación 
de capital de 10000 euros, en la medida de lo posible. Al tratarse de una Sociedad 
Laboral, el número máximo de participaciones que puede tener cada uno de los socios 
no podrá ser superior a un tercio del total. 
 
 
La división de las participaciones que proponemos es la siguiente: 
 
Don Jaime V. C. aportará 3000 euros y recibirá 30 participaciones de 100 euros de valor 
nominal cada una. 
 
Doña Giulia G., Don Pablo Miguel V. G. y Doña Manuela D. R. aportarán 6000 euros 
(2000 cada uno) y recibirán 60 participaciones con un valor nominal de 100 euros cada 
una (20 participaciones cada uno). 
 
Don Carlos Ricardo V. G. aportará 1000 euros y recibirá 10 participaciones con un 
valor nominal de 100 euros cada una. 
 
Por tanto, Don Jaime posee el 30% del capital social y el resto de socios el 70%. 
 
Realizamos este reparto porque creemos conveniente que Don Jaime, conocedor del 
negocio que se llevará a cabo, debe de tener un mayor poder dentro de la empresa. 
Asimismo, Don Carlos Ricardo será quien aporte menos capital puesto que es quien, 
presuponemos, tiene una menor capacidad económica, ya que es muy joven y nunca ha 
trabajado. 
 
Entendemos que, dado que todos los socios fundadores van a tener una relación de 
carácter laboral indefinido con la sociedad, todas las participaciones deben pertenecer a 
la clase laboral. 
 
 
Una vez planteada la forma de división, hay que determinar qué clase de derechos, 
tanto políticos como económicos, otorgamos a cada participación. 
 
Existe el debate de si la Ley de Sociedades Laborales permite la existencia de 
participaciones con distintos derechos. La redacción de la Proposición de Ley de 
Sociedades Laborales vetaba, en su artículo 6.2, la creación de acciones o 
participaciones que alterasen la proporcionalidad entre el valor nominal de la acción o 
participación y el derecho de voto o el derecho de preferencia en la suscripción de 
14 
 
nuevas acciones o en la asunción de nuevas participaciones sociales, o en los derechos 
al dividendo y a la cuota de liquidación. A su paso por el Congreso de los Diputados, el 
proyecto fue objeto de varias enmiendas, algunas de las cuales gozaron de la aceptación 
de la Cámara y la prohibición quedó reducida a la creación de acciones de clase laboral 
privadas del derecho de voto. 
 
Además, no debemos olvidar que las normas reguladoras de las SL son básicamente 
dispositivas, lo que implica una mayor importancia de la voluntad de los socios y les 
proporciona una mayor posibilidad de autorregulación. Por ello, entendemos que no se 
puede imponer esa excesiva rigidez a una SL sin afectar a su naturaleza, y entendemos 
que es posible crear participaciones con diferentes derechos, tanto políticos como 
económicos. 
 
Con base en esto, recomendamos que las participaciones de Don Jaime tengan derecho a 
2 votos cada una en las juntas generales de los socios y el resto de participaciones de los 
demás socios tengan derecho a un voto por participación. Esta medida se lleva a cabo 
fruto de la experiencia de D. Jaime en el negocio y con el objetivo de un mayor poder 
de decisión en los asuntos sociales. 
 
En números, D. Jaime tendría derecho a 60 votos y el resto de socios a 70 votos, a razón 
de 20 votos cada uno, salvo D. Carlos Ricardo, con derecho a 10 votos. 
 
En lo referente a los derechos económicos, no vemos motivo alguno para establecer 
diferencias entre las participaciones sociales. 
 
En lo relativo a la transmisión de las participaciones, en las Sociedades Laborales 
existe un régimen jurídico concreto aplicable a esta materia. En el artículo 7 de la Ley 
de Sociedades Laborales se contempla el régimen aplicable a la transmisión voluntaria 
inter vivos y en el artículo 11 el régimen aplicable a las transmisiones mortis causa. 
 
 
—Transmisión voluntaria inter vivos. La Ley de Sociedades Laborales establece un 
régimen especial de adquisición preferente para dos supuestos: para el caso en que el 
titular de participaciones sociales laborales pretenda transmitir a una persona que no sea 
trabajador de la empresa con contrato indefinido (art. 7.1 a 7.7 LSL) y para el caso en 
que el titular de participaciones de clase general quiera transmitir a una persona que ya 
no es socio trabajador (Art. 7.8 LSL). 
 
En caso de que un socio quiera transmitir participaciones sociales de clase laboral a una 
persona que no sea trabajador por tiempo indefinido, deberá comunicarlo por escrito al 
órgano de administración, haciendo constar el número y características de las 
participaciones, la identidad del adquirente y el precio y demás condiciones de la 
transmisión. El órgano administrativo comunicará la propuesta a los trabajadores 
indefinidos que no sean socios en un plazo de 15 días. Estos trabajadores tienen un 
plazo de 1 mes desde la notificación para adquirir. Si no ejercitan su derecho, el órgano 
administrativo lo notificará a los trabajadores socios, titulares de participaciones de 
clase laboral, que podrán ejercer el derecho de adquisición preferente en el plazo de 1 
mes desde la notificación. Si tampoco este grupo adquiere, se notifica a los titulares de 
participaciones de la clase general, que pueden adquirir en el plazo de 15 días. Si sigue 
sin existir sujeto que adquiera, se notifica a los trabajadores sin contrato indefinido, que 
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también tienen un plazo de 15 días para adquirir. La sociedad podrá adquirir las 
participaciones si ninguno de estos sujetos ejercita el derecho de adquisición preferente. 
En caso de que el socio quiera transmitir participaciones sociales de la clase general a 
quien no sea socio trabajador, se establecerá lo dispuesto en los apartados anteriores, 
salvo que la notificación del órgano de administración comenzara por los socios 
trabajadores. 
 
—Transmisión mortis causa. Se contempla en el artículo 11 de la Ley de Sociedades 
Laborales, en el que se establece que el heredero o legatario adquirirá la condición de 
socio al adquirir por sucesión hereditaria las participaciones. Asimismo, los estatutos 
podrán establecer un derecho de adquisición preferente siguiendo el procedimiento del 
artículo 7 de la Ley de Sociedades Laborales. Dicho derecho de adquisición preferente 
no podrá ejercitarse si el heredero o legatario fuese trabajador de la sociedad con 
contrato por tiempo indefinido. 
 
Administración de la Sociedad. La Ley de Sociedades de Capital contempla en el 
artículo 210 los diferentes modos de organizar la administración de una sociedad. La 
administración de una sociedad podrá confiarse a un sólo administrador, a dos 
administradores que actúen de forma solidaria o mancomunada o a un consejo de 
administración (art. 210.1 LSC). Además, en el caso de las Sociedades de 
Responsabilidad Limitada, la Ley de Sociedades de Capital permite establecer en los 
estatutos sociales distintos modos de organizar la administración atribuyendo a la junta 
de socios la facultad de optar alternativamente por cualquiera de ellos sin necesidad de 
modificación estatutaria. 
 
Para esta sociedad, consideramos adecuado un único administrador, D. Jaime V.C., ya 
que tiene conocimientos del negocio y sería conveniente que, por lo menos en los 
primeros años de vida de la empresa, la administrase él en solitario. 
 
Por último, la junta general. Se hace referencia a la junta de socios en los artículos 13 
(relativo a la impugnación de acuerdos sociales), 15.3 (acuerdo de la junta general sobre 
aumento de capital social) y 15.4 (relativo a la fijación por la junta de la prima que 
corresponde en caso de exclusión del derecho de suscripción preferente) de la Ley de 
Sociedades Laborales, y con independencia de estas disposiciones puntuales e 
inconexas, se gobernará en función de lo establecido en la Ley de Sociedades de Capital 
para las juntas generales de Sociedades de Responsabilidad Limitada.  
 
Es la reunión de los socios; sus acuerdos obligan a todos los socios, incluso a los 
disidentes y no participantes en la reunión (art. 159.2 LSC). 
 
En base al artículo 160 LSC, es competencia de la junta general deliberar y acordar en 
asuntos como la aprobación de cuentas anuales, modificación de estatutos, aumento y 










2.3. Procedimiento de constitución de la Sociedad de Responsabilidad 
Limitada Laboral. 
 
Estamos ante una fundación ex novo; se crea una sociedad nueva que quiere obtener la 
calificación de laboral. 
 
La Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral se constituirá mediante escritura 
pública, que deberá ser inscrita en el Registro Mercantil, y gozará de personalidad 
jurídica desde su inscripción. 
 
La escritura de constitución
6
 se debe otorgar ante notario y deberá incluir la identidad de 
los otorgantes, que son los socios fundadores, la voluntad de éstos de fundar una 
Sociedad Laboral, las aportaciones, la identidad de los primeros administradores y los 
estatutos. 
 
Además, en la escritura de constitución de la sociedad se acreditará el desembolso del 
capital social (en efectivo o mediante certificación bancaria) y se deberá hacer constar 
que no existe una sociedad con una denominación igual. 
 
 
En lo relativo a la denominación, se debe acudir al Registro Mercantil Central, o a 
través de su página web, para conseguir la certificación negativa del nombre; esto es, un 
certificado acreditativo de la no existencia de otra sociedad con el mismo nombre de la 
que se pretende constituir. La reserva de la denominación la debe de hacer uno de los 





, por su parte, se incluirán la denominación, el objeto social, el 
domicilio social, el capital social, la fecha de cierre del ejercicio social, la duración de la 
sociedad y la fecha de comienzo de las operaciones y, finalmente, el funcionamiento de 
los órganos colegiados y en concreto de la junta general. 
 
 
Con el objetivo de constituir una Sociedad Limitada Laboral, es necesario obtener la 
calificación de dicha sociedad como laboral e inscribirla en el Registro Administrativo 
de Sociedades Laborales. 
 
La calificación de la sociedad como laboral corresponde a la Administración, siendo el 
sujeto competente en base al art. 2 LSL el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
(ahora Ministerio de Empleo y Seguridad Social) o, en su caso, las Comunidades 
Autónomas que hayan recibido los correspondientes traspasos de funciones.  
 
 
En nuestro caso, Galicia recibió esta competencia por medio del Real Decreto 
1456/1989, de 1 de diciembre, sobre traspaso de funciones de la Administración del 
Estado a la Comunidad Autónoma de Galicia en materia de calificación y registro 
                                                 
6
 Se incluyen las Escrituras en el Anexo I. 
 
7
 Se incluyen los Estatutos en el Anexo I. 
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administrativo de Sociedades Laborales
8
, por lo que esta función corresponde a la 
Consellería de Traballo e Benestar. 
 
Hay que tener en cuenta que la calificación de la sociedad como laboral corresponde a 
la Administración laboral, pero el control de la creación de la sociedad como anónima, o 
en este caso, como de responsabilidad limitada, corresponde al Registro Mercantil. La 
Administración laboral velará por el cumplimiento de los requisitos establecidos en la 
Ley de Sociedades Laborales y, en su caso, tendrá la facultad de resolver sobre la 
descalificación. Los requisitos que establece la Ley de Sociedades Laborales para que 
una sociedad pueda ser calificada como laboral y cuyo incumplimiento supondría una 
pérdida de la calificación como Sociedad Laboral (de acuerdo con el artículo 16.1 1ª de 
la Ley de Sociedades Laborales) son los contenidos en el artículo 1 y 5.3 de esta Ley.  
 
 
Se pierde la condición de Sociedad Laboral: 
 
— Cuando el número de horas-año trabajadas por trabajadores no socios excede del 
15% de las trabajadas por los socios trabajadores (del 25% en caso de menos de 
25 socios). 
— Cuando algún socio excede su participación en más de la tercera parte del capital 
social. 
— Por la falta de dotación, la dotación insuficiente o la aplicación indebida del 
Fondo Especial de Reserva. 
 
Si se da esta situación, se requerirá a la sociedad para que elimine la causa en el plazo 
de 6 meses. Transcurrido dicho plazo sin que se restablezca la situación, ésta será 
descalificada causando baja en el Registro de Sociedades laborales. 
 
 
Una vez otorgada la calificación, se inscribirá a la sociedad en el Registro 
Administrativo de Sociedades Laborales o, en su caso, en los registros autonómicos. La 
Comunidad Autónoma de Galicia tiene la competencia en esta materia como hemos 
indicado antes, y el Registro correspondiente es el Rexistro de Sociedades Laborais, 
dependiente de la Dirección Xeral de Relacións Laborais. 
 
Esta inscripción deberá efectuarse con anterioridad a la inscripción en el Registro 
Mercantil, lo que supone una excepción al art. 85.1 del Reglamento del Registro 
Mercantil, que establece que no será necesaria la inscripción previa en un registro 
administrativo para registrar la sociedad en el Registro Mercantil salvo disposición 
contraria en la legislación especial (como en el caso en el que estamos hablando puesto 
que la previsión se contempla en la Ley de Sociedades Laborales). 
 
Una vez que la Sociedad ha sido calificada como laboral e inscrita en el Registro 
Administrativo correspondiente, se ingresa en el Registro Mercantil. 
 
                                                 
8
 Texto legal encontrado en la Web del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. 




La calificación e inscripción referidas constituyen presupuesto indefectible para la 
inscripción de la Sociedad Laboral en el Registro Mercantil. 
 
La presentación de la escritura fundacional en el Registro se hará bajo la 
responsabilidad de fundadores y administradores, en un plazo de 2 meses desde la fecha 
del otorgamiento de la escritura pública, aunque para autores como Juan Gómez Calero, 





Para la inscripción social en el Registro Mercantil se ha de efectuar la liquidación del 
Impuesto de Transmisiones Patrimoniales en la Consellería de Facenda, por lo que se 
ha de entregar el Modelo 600 cumplimentado
10
, aunque como hemos visto, la 
constitución de la Sociedad Laboral está exenta de este impuesto, pero se debe presentar 
la escritura de constitución de la sociedad para efectuar la liquidación del impuesto. 
 
Con la inscripción en el Registro Mercantil la sociedad adquirirá personalidad jurídica. 
Esta inscripción se publicará en el BORME. 
 
2.4. Trámites para la puesta en marcha de la empresa.  
 
2.4.1. Trámite específico. 
 
Por razón de la materia, se debe solicitar el título de la licencia para abrir la agencia de 
viajes, en la Dirección General de Turismo de Galicia. 
A través del Decreto 42/2001, de 1 de febrero, de refundición en materia de agencias de 
viajes, guías de turismo y turismo activo, Galicia tiene la competencia exclusiva en 
materia de promoción y ordenación del turismo dentro de la Comunidad. 
El artículo 5 del Decreto establece que los interesados en obtener el título-licencia de 
agencias de viajes podrán, como trámite previo a la presentación de la solicitud, solicitar 
el informe relacionado con la concesión, de la correspondiente delegación provincial de 
la consellería competente en materia de turismo. Deberán presentar la siguiente 
documentación: 
- Proyecto de escritura de constitución de la sociedad y de los estatutos de la 
misma en la que conste la inscripción en el Registro Mercantil, así como de los 
poderes de los solicitantes. En la escritura y en los estatutos sociales se hará 
constar de manera expresa, que el objeto único y exclusivo de la sociedad es el 
ejercicio de las actividades propias de las agencias de viajes. 
- Certificación del Registro de la Propiedad Industrial en el que se acredite haber 
solicitado el nombre comercial y el rótulo del establecimiento en la 
denominación que pretende adoptar la agencia. 
- Estudios de viabilidad financiera de la futura empresa proyectada. 
                                                 
9
 GÓMEZ CALERO, J., Las Sociedades Laborales, 1ª edición, Comares, Granada, 1999, p. 77. 
 
10
 Se incluye el Modelo 600 en el Anexo II. 
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El otorgamiento del título-licencia de las agencias de viajes podrán solicitarlo los 
interesados en la consellería competente en materia de turismo, a través de la 
delegación provincial correspondiente por cualquiera de los medios previstos en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común, acompañando la siguiente documentación: 
- Póliza de seguro para afianzar el normal desarrollo de su actividad que garantice 
los posibles riesgos de su responsabilidad, que será directa o subsidiaria, según 
la utilización de medios propios o no en la prestación del servicio. Estas 
coberturas tendrán que incluir la totalidad de los siniestros: daños corporales, 
daños materiales y los perjuicios económicos causados. 
- Copia fehaciente de los contratos debidamente formalizados a nombre de la 
empresa o títulos que prueben sobradamente la disponibilidad de la sede social y 
de los locales abiertos al público a favor de la persona física o jurídica que 
solicite la licencia. 
- Contrato entre la agencia y el director. 
- Documento acreditativo de la constitución de la fianza o de la inclusión de la 
agencia en el fondo de garantía. 
- Certificación expedida por el Registro de la Propiedad Industrial que acredite la 
solicitud del nombre comercial y rótulo del establecimiento correspondiente al 
nombre que pretenda adoptar la agencia. 
- Estudio de la viabilidad económico-financiera de la empresa proyectada. 
- Fotocopia compulsada de la licencia municipal de apertura o en su defecto de su 
solicitud. 
- Copia legalizada de la escritura de constitución de la sociedad mercantil de 
acuerdo con la legislación vigente, y los estatutos de la sociedad, en la que 
conste la inscripción en el Registro Mercantil. Además, como hemos dicho, en la 
escritura y en los estatutos sociales se hará constar que el objeto único y 
exclusivo de la sociedad es el ejercicio de las actividades propias de las agencias 
de viaje. 
Con base en el art. 7 del Decreto, el plazo máximo en que debe notificarse la resolución 
no podrá exceder de 6 meses. En caso de que la resolución sea denegatoria, deberá ser 
motivada y podrá recurrirse contra ella en vía administrativa. El vencimiento del plazo 
máximo sin notificación de la resolución expresa legitima al interesado para entender la 
solicitud estimada por silencio administrativo. 
En caso de concederse el título-licencia, se deben comenzar las actividades y presentar 
el alta en la licencia fiscal del epígrafe correspondiente y en el plazo de un año presentar 
la documentación acreditativa de la concesión del nombre comercial y del rótulo del 
establecimiento. 
Además, establece el Decreto en el artículo 2.3 que la agencia tiene que estar inscrita en 








2.4.2. Trámites fiscales. 
 
Ya hemos dicho que para realizar la inscripción social en el Registro Mercantil se ha de 
efectuar la liquidación del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales. 
 
Se debe acudir a la Agencia Tributaria para solicitar el número de identificación fiscal, 




También se acude a la Agencia Tributaria para darse de alta en el Censo de empresarios. 
Esta declaración censal de comienzo de actividad se presenta a efectos fiscales. La 
documentación necesaria es la primera copia de la escritura de la Sociedad y el Impreso 
036.  
 
También en la Agencia Tributaria se solicita el alta en el Impuesto sobre Actividades 
Económicas, tributo derivado del ejercicio de actividades empresariales, profesionales o 
artísticas. Se ha de entregar el impreso oficial para cuota municipal modelo 840
12
, el 
Impreso 036 de alta en el Censo y el NIF  de la empresa. La liquidación y recaudación 
de este impuesto se lleva a cabo en el Ayuntamiento. 
 
Se debe acudir al Ayuntamiento de A Coruña para solicitar el alta en el Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles (IBI). 
 
2.4.3. Obtención de las licencias de actividad. 
 
Para la apertura de establecimientos con fines mercantiles es necesaria la obtención de 
licencia administrativa. Las licencias de actividad se solicitan en el Ayuntamiento de A 
Coruña. 
 
Es necesario obtener la licencia municipal de apertura. 
 
Existen dos procedimientos: uno para actividades inocuas y otro para actividades 
clasificadas.  
 
Las actividades inocuas, por contraposición a las clasificadas como molestas, 
insalubres, nocivas y peligrosas, son todas aquellas que no producen daño a las personas 




Precisamente por esta ausencia de efectos negativos, los requisitos para obtener la 
licencia están suavizados, en comparación con las actividades clasificadas. 
 
El objeto de las licencias de apertura para actividades inocuas consiste en el control 
previo de que los locales e instalaciones, en que se proyecte desarrollar la actividad, 
reúnen las necesarias condiciones de tranquilidad, seguridad y salubridad, además de las 
                                                 
11
  Se incluye el Modelo 036 en el Anexo II. 
 
12
 Se incluye el Modelo 840 en el Anexo II. 
 
13
 Se incluyen en el Anexo III los formularios de apertura de actividad no clasificada o inocua. 
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urbanísticas. Es una licencia de carácter reglado, que se concederá o denegará según se 
cumplan o no tales condiciones. 
 
La competencia para conceder la licencia de apertura del establecimiento la tiene el 
Alcalde, aunque puede delegarla a favor de la Comisión de Gobierno o en los miembros 
de la misma, a tenor de lo dispuesto en el artículo 43.1, 2 y 3 del Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales. 
 
La Comisión de Gobierno pasa a denominarse Junta de Gobierno Local conforme 
establece la exposición de motivos de la Ley 57/2003 de medidas para la modernización 
del gobierno local. 
 




1. Instancia. La solicitud se iniciará mediante escrito acompañado de una breve 
memoria descriptiva de la actividad, un plano de situación y un plano o croquis del 
establecimiento. 
 
2. Informes técnicos, jurídicos y sanitarios. 
 
3. Resolución y notificación. La resolución será motivada, concediendo o denegando la 
licencia. 
 
También en el Ayuntamiento se solicitará la licencia de obras. 
 
Se solicitará a la vez que la licencia de apertura, si bien es cierto que atendiendo a las 
características de las actividades inocuas, en las que la ejecución de obras es 
prácticamente innecesaria o superflua, revistiendo el carácter de obra menor
15
 
(acondicionamiento del local, reparaciones en instalaciones, revestimientos, 
escaparates…), en principio no es causa de conflicto el que se otorgue una licencia de 
obras y posteriormente se solicite la de apertura. 
 
2.4.4. Trámites laborales.                                                                                                          
 
Se acudirá a la Dirección Provincial del Ministerio de Empleo y Seguridad Social de A 
Coruña para proceder a la comunicación de apertura del centro de trabajo, a efectos de 
control de las condiciones de Seguridad y Salud Laboral. La comunicación se efectuará 
dentro de los treinta días siguientes a la apertura de un centro de trabajo. En este mismo 
lugar se adquiere y legaliza el Libro de Visitas y el calendario laboral de la empresa. 
                                                 
14
 CANO MURCIA, A., Manual de licencias de apertura de establecimientos, 5ª edición, Thomson 
Aranzadi, Pamplona, 2008, p. 241. 
 
15
 Se incluye en el Anexo III la solicitud de licencia de obras menores. 
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Cada uno de los Libros de Visitas habrá de ser diligenciado en la primera hoja por el 
Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo, que certificará la habilitación del Libro, 
recogiéndose además datos de la Empresa. Será asimismo sellado el Libro en todos sus 
folios. 
 
Las diligencias que practiquen los Inspectores de Trabajo del resultado de las visitas 
realizadas se extenderán simultáneamente por duplicado, quedando la copia en poder 
del Inspector actuante para su constancia y archivo en las oficinas de la Inspección 
Provincial de Trabajo respectiva. 
 
En los casos de pérdida del Libro de Visitas, deberá comunicarse expresamente tal 
circunstancia a la Inspección Provincial de Trabajo y proveerse de uno nuevo en el 
plazo máximo de quince días. 
 
Las empresas están obligadas a tener en cada centro de trabajo un Libro de Visitas a 
disposición de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Inspección del Trabajo.  
 
Los empresarios conservarán los Libros de Visitas a disposición de la Inspección de 
Trabajo durante un plazo mínimo de cinco años a partir de la fecha de la última 
diligencia, una vez agotado el mismo. La carencia del Libro de visitas, su no 
presentación a los funcionarios del Cuerpo o la no conservación del mismo durante el 
plazo señalado, será considerada como infracción. 
 
En el Servicio Público de Empleo Estatal, en un plazo no superior a 10 días desde la 
firma del contrato, se debe realizar la legalización o alta de los contratos de los 
trabajadores por cuenta ajena. 
 
 
En la Tesorería territorial de la Seguridad Social se llevará a cabo: 
 
Inscripción de la empresa.  
 
La inscripción es el acto administrativo por el que la Tesorería General de la Seguridad 
Social asigna al empresario un número para su identificación y control de sus 
obligaciones en el respectivo Régimen del Sistema de la Seguridad Social. 
 
La documentación necesaria es la siguiente:  
 




- Documento identificativo del titular de la empresa. 
- Documento emitido por el Ministerio de Economía y Hacienda asignando el 
Número de Identificación Fiscal en el que conste la actividad económica de 
la Empresa. 
                                                 
16




- Escritura de constitución debidamente registrada. 
- Fotocopia del DNI o NIE de quien firma la solicitud de inscripción. 
 




La afiliación es un acto administrativo mediante el que la Tesorería General de la 
Seguridad Social reconoce la condición de incluida en el Sistema de Seguridad Social a 
la persona que por primera vez realiza una actividad determinante de su inclusión en el 
ámbito de aplicación del mismo. Con ella se asignará el número de identificación a 
efectos de la Seguridad Social. 
 
Hay que dar de alta a los trabajadores en el Régimen de la Seguridad Social. Conforme 
al art. 21 de la Ley de Sociedades Laborales hay que distinguir tres supuestos a la hora 
de determinar el régimen de Seguridad Social en que deban encuadrarse los socios 
trabajadores: 
  
1. Regla general. Los socios trabajadores se considerarán trabajadores por cuenta ajena 
a efectos de su inclusión en el Régimen General o Especial de la Seguridad Social que 
corresponda por razón de su actividad. 
 
2. Primera excepción. Estos socios trabajadores, que deben afiliarse al Régimen que 
corresponda en función de la actividad, estarán excluidos de la protección por 
desempleo y de la otorgada por el Fondo de Garantía Salarial en dos supuestos:  
 
— Cuando sean administradores sociales con funciones de dirección y gerencia de 
la sociedad y estén retribuidos por el desempeño de este cargo, con 
independencia de que la relación laboral sea común o especial. 
 
— Cuando sean administradores sociales con funciones de dirección y gerencia de 
la sociedad y estén vinculados por una relación laboral de carácter especial de 
personal de alta dirección. 
 
3. Segunda excepción. Se incluirá al socio trabajador en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos cuando su 
participación en el capital social junto con la de su cónyuge o parientes hasta el segundo 
grado con los que conviva, alcance  al menos el 50%, salvo que acredite que el ejercicio 
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Si unimos el capital social de Don Jaime con el de su esposa Doña Giulia nos da la cifra 
de 5000 euros o 50 participaciones, lo cual supone el 50% del capital social. En base a 
ello, consideramos que tanto Don Jaime como Doña Giulia se deberán incluir en el 
Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, mientras que el resto de socios 
trabajadores se incluirán en el Régimen General.                                                     
 
2.4.5. Otros trámites. 
 
Si se desea tener protección jurídica de una marca o nombre comercial, es necesario 
registrarlo en la Oficina Española de Patentes y Marcas, ya que tener registrada una 
denominación social en el Registro Mercantil no supone que el nombre esté protegido 
jurídicamente como marca, debido a que son dos registros independientes.    
 
Si se desea inscribir o anotar  los actos y contratos relativos al dominio y demás 



































En A Coruña, mi residencia, a ……..de .... de .............. 
 




D. Jaime V. C., mayor de edad, casado y en calidad de socio trabajador con categoría de 
administrador, vecino de A Coruña y con DNI.... . 
 
D. Pablo Miguel V. G., mayor de edad, casado en régimen de separación de bienes, 
vecino de A Coruña y con DNI... . 
 
Dña Manuela D. R., mayor de edad, casada en régimen de separación de bienes con D. 
Pablo Miguel V. G., vecina de A Coruña y con DNI… . 
 
D. Carlos Ricardo V. G., mayor de edad, soltero, vecino de A Coruña y con DNI...  
 
Todos ellos de nacionalidad española. 
 
Y Dña Giulia G., mayor de edad, casada con D. Jaime V. C., vecina de A Coruña y con 
Carta de Identidad italiana nº.... de nacionalidad italiana. 
 
INTERVIENEN todos ellos en nombre e interés propios. 
 
Les identifico por sus expresados Documentos Nacionales de Identidad, tienen a mi 
juicio capacidad legal y legitimación para otorgar esta Escritura de Constitución de 
Sociedad Limitada Laboral y ESTABLECEN: 
 
I.- Que han decidido constituir una Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral, que 
se denominará (nombre). 
 
II.- Que con esta denominación no existe ninguna otra en el Registro Central de 
Sociedades, lo cual acreditan con la oportuna certificación del mencionado Registro, 
que me entregan e incorporo a esta matriz, para su transcripción en las copias. 
 




PRIMERO.- CONSTITUCIÓN.- Los señores comparecientes, como únicos socios,  
constituyen una Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral, de nacionalidad 
española, que se denomina (nombre) y que se regirá por la Ley de Sociedades de 
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Capital, otras disposiciones legales aplicables, en especial la Ley 4/1997 de 24 de marzo 
de Sociedades Laborales y en particular por sus estatutos. 
 
Estos estatutos son leídos, aprobados y firmados por los socios fundadores y yo, el 
Notario, los incorporo a esta matriz, de la que forman parte integrante. 
 
SEGUNDO.- SUSCRIPCIÓN Y DESEMBOLSO. 
 
El capital social se fija en 10.000 euros dividido en 100 participaciones, numeradas 
correlativamente de la 1 a la 100, ambos inclusive y de un valor nominal de 100 euros 
cada una y que quedan distribuidas de la forma siguiente: 
 
a) Don Jaime V. C. aporta 3000 euros, en pago de los cuales se le adjudican 30 
participaciones, números 1 al 30, ambos inclusive, que son de clase laboral.  
 
b) Doña Giulia G. aporta 2000 euros, en pago de los cuales se le adjudican 20 
participaciones, números 31 a 50, ambos inclusive, que son de clase laboral. 
 
c) Don Pablo Miguel V. G. aporta 2000 euros, en pago de los cuales se le adjudican 20 
participaciones, números 51 a 70, ambos inclusive, que son de clase laboral. 
 
d) Doña Manuela D. R. aporta 2000 euros, en pago de los cuales se le adjudican 20 
participaciones, números 71 a 90, ambos inclusive, que son de clase laboral. 
 
e) Don Carlos Ricardo V. G. aporta 1000 euros, en pago de los cuales se le adjudican 10 
participaciones, números 91 a 100, ambos inclusive, que son de clase laboral. 
 
Los comparecientes justifican la realidad de las aportaciones dinerarias, con certificado 
bancario que queda incorporado a esta matriz. 
 
TERCERO.- NOMBRAMIENTO DE CARGOS. 
 
Los socios fundadores determinan que inicialmente, el órgano de administración estará 
formado por un ADMINISTRADOR ÚNICO. Los socios fundadores designan 
unánimemente, para ocupar dicho cargo a D. Jaime V. C., cuyos datos personales ya 
constan a la comparecencia, por tiempo indefinido y con todas las facultades legales y 
estatutarias. 
 
El órgano de administración queda facultado para el pleno desarrollo del objeto social y 
para realizar toda clase de actos y contratos. 
 
El nombrado acepta su cargo y toma posesión del mismo, prometiendo desempeñarlo 
con lealtad y diligencia, manifestando que no le afecta ninguna de las 
incompatibilidades legales, en especial ni las de la Ley 5/2006, de 10 de abril ni las 
demás disposiciones legales, estatales o autonómicas aplicables, lo que ratifican todos 
los asistentes. 
 
CUARTO.- INICIO DE ACTIVIDADES. 
 
La sociedad empieza sus actividades hoy, tal y como determinan los estatutos sociales. 
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INSCRIPCIÓN: Quedan advertidos de que con anterioridad a la inscripción en el 
Registro Mercantil, esta sociedad habrá de aportar Certificado que acredite su 
calificación como laboral y su inscripción en el Registro administrativo 
correspondiente. 
 
MANIFESTACIÓN ESPECIAL.- Los otorgantes, habiendo sido previamente 
informados por mí, el Notario, en los términos de la instrucción de la DGRN de 18 de 
mayo de 2011, sobre el procedimiento de constitución telemática, manifiestan 
expresamente que no se han acogido a las normas del Decreto Ley 13/2010 de 3 de 
diciembre, al no ser de su interés la constitución telemática de la sociedad. 
 
PETICIÓN FISCAL. Se solicita la exención del impuesto por la constitución de la 
sociedad, de acuerdo con la Ley 4/1997 de 24 de marzo. 
 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. Advierto expresamente a los 
comparecientes que sus datos van a ser incorporados al fichero del Protocolo y 
documentación notarial y al fichero de Administración y organización, así como del 
hecho de que, en su caso, tales datos pueden ser cedidos a aquellas Administraciones 
públicas que según una norma con rango de ley tengan derecho a ello. Hechas las 
advertencias de sus derechos al respecto. 
 
OTORGAMIENTO Y AUTORIZACIÓN.- Se han hecho las reservas y advertencias 
legales; en particular, y a efectos fiscales, he advertido a los comparecientes de la 
obligación de presentación de la documentación a liquidación dentro de plazo y la 
necesidad de inscripción de esta escritura en el Registro Mercantil y, en general, de las 
responsabilidades tributarias que les incumben en su aspecto material, formal y 
sancionador, y de las consecuencias de toda índole que se derivarían de la inexactitud de 
sus declaraciones. 
 
Les leo, por su elección, esta escritura, advertidos de su derecho a leerla por sí, del que 
no usan y, tras hacerles las oportunas explicaciones verbales para su cabal 
conocimiento, manifiestan quedar enterados, la aceptan, se ratifican y firman. 
 
Yo, el Notario, Doy fe de que el consentimiento ha sido libremente prestado y de que el 





CAPÍTULO I. DENOMINACIÓN, DOMICILIO, OBJETO, DURACIÓN Y 
EJERCICIO SOCIAL DE LA SOCIEDAD. 
 
Artículo 1º: Con la denominación de (nombre), queda constituida una Sociedad Laboral 
de Responsabilidad Limitada, que se regirá por los presentes Estatutos y, en cuanto en 
ellos no estuviera previsto, por la Ley de 4/1997, de 24 de marzo sobre Sociedades 
Laborales y demás disposiciones aplicables. Subsidiariamente en lo que no resulte 
contenido en esta ley, se aplicará el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital.  
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Artículo 2º: El domicilio social se fija en A Coruña. El órgano de Administración será 
competente para variar el domicilio social dentro del mismo término municipal e 
igualmente queda facultado para acordar la creación, supresión o traslado de las 
sucursales, agencias o delegaciones, dentro y fuera del territorio nacional. 
 
Artículo 3º: El objeto social de la Sociedad deberá ser la explotación de una agencia de 
viajes y la comercialización de servicios turísticos y de transporte de personas, así como 
otras actividades destinadas a la explotación de la agencia. Tales actividades son: 
 
A. La mediación en la venta de billetes y reserva de plazas en toda clase de medios de 
transporte, asimismo en la reserva de habitaciones y servicios en las empresas turísticas 
y particularmente en los establecimientos hoteleros y demás alojamientos turísticos. 
 
B. La organización y venta de viajes combinados, la combinación previa vendida u 
ofrecida en venta conforme a un precio global de, al menos dos de los siguientes 
elementos, cuando dicha prestación sobrepase las 24 horas o incluya un noche de 
estancia: transporte, alojamiento, otros servicios turísticos no accesorios del transporte o 
del alojamiento y que constituyan una parte significativa del viaje combinado. 
 
C. La organización y venta de los paquetes turísticos. 
 
D. Información turística y difusión de los materiales de propaganda. 
 
Artículo 4º: La Sociedad se constituye, por tiempo indefinido, dando comienzo a sus 
operaciones el día del otorgamiento de la correspondiente escritura fundacional. 
 
Artículo 5º: Los ejercicios sociales serán anuales, comenzando el día primero de enero 
y terminando el treinta y uno de diciembre de cada año. Como excepción, el ejercicio 
correspondiente al año de constitución de la sociedad comenzará el día de su 
constitución en escritura pública. 
 
CAPÍTULO II. CAPITAL SOCIAL. 
 
Artículo 6º: El capital de la sociedad es de 10.000 euros, dividido en 100 
participaciones sociales, acumulables e indivisibles, de valor de 100 euros cada una, 
numeradas correlativamente del 1 al 100.  
 
Las participaciones pertenecerán en su totalidad a la clase laboral. 
 
CAPÍTULO III. RÉGIMEN DE LAS PARTICIPACIONES SOCIALES. 
 
Artículo 7º: La sociedad, por medio de su administrador, llevará un Libro Registro de 
socios, en el que se harán constar la titularidad originaria y las sucesivas transmisiones, 
voluntarias o forzosas, de las participaciones sociales, así como la constitución de 
derechos reales y otros gravámenes sobre las mismas, con indicación de la identidad y 
domicilio del titular de la participación o del derecho o gravamen constituido.  
 
Los socios tendrán derecho: a examinar dicho Libro, a obtener certificaciones del 
mismo, y a notificar a su instancia los datos personales, no surtiendo entre tanto efectos 
para la sociedad.  
29 
 
Artículo 8º: El régimen de transmisión de las participaciones sociales será el 
contemplado en la Ley de Sociedades Laborales. 
 
CAPÍTULO IV. JUNTA GENERAL. 
 
Artículo 9º: Los socios, reunidos en junta general, podrán decidir, con las mayorías 
establecidas, sobre los asuntos que son de su competencia. 
 
Artículo 10º: Las mayorías necesarias para la adopción de acuerdos serán las previstas 
en la Ley. 
 
Artículo 11º: La Junta se convocará mediante anuncio de convocatoria en la página 
web de la sociedad o, de no estar ésta debidamente inscrita y publicada, mediante el 
envío a los socios de una notificación por correo certificado a la dirección que conste en 
el Libro Registro de socios. 
 
CAPÍTULO V. ADMINISTRACIÓN. 
 
Artículo 12º: La sociedad será administrada por un administrador único. 
 
Artículo 13º: El administrador permanecerá en el cargo por tiempo indefinido. 
 
Artículo 14º: El cargo de administrador no será remunerado. 
 
Artículo 15º: Los Administradores responden de los actos realizados en el ejercicio de 
sus funciones frente a la Sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores sociales, 
del daño que causen por actos u omisiones contrarios a la ley o a los estatutos o por los 
realizados incumpliendo deberes inherentes al desempeño del cargo, de acuerdo con lo 
establecido en la legislación vigente. 
 
CAPÍTULO VI. BALANCE Y DISTRIBUCIÓN DE BENEFICIOS. 
 
Artículo 16º: Los administradores, dentro del plazo de tres meses a partir del cierre del 
ejercicio social, formularán las cuentas anuales, el informe de gestión y la propuesta de 
aplicación del resultado, así como las cuentas y el informe de gestión consolidado. Las 
cuentas anuales se aprobarán por la Junta General. A partir de la convocatoria de la 
Junta, cualquier socio podrá obtener de la Sociedad, de forma inmediata y gratuita, los 
documentos que han de ser sometidos a la aprobación de la misma, así como el informe 
de gestión y, en su caso, el informe de los auditores de cuentas. En la convocatoria se 
hará mención de este derecho.  
 
CAPÍTULO VII. DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN. 
 
Artículo 17º: La Sociedad se disolverá en los casos en que establece la vigente Ley 
sobre Régimen Jurídico de las Sociedades de Responsabilidad Limitada. 
 
Artículo 18º: En el caso de disolución de la Sociedad, la Junta General regulará la 
forma de liquidación nombrando uno o más liquidadores a quienes conferirá los 
oportunos poderes, fijando en lo posible sus atribuciones y determinando los honorarios 
y retribuciones que hayan de percibir por su gestión. 
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Artículo 19º: El nombramiento de los liquidadores dará fin a los poderes del 
administrador, quien habrá de rendir la oportuna cuenta de su gestión a la Junta General, 
haciendo entrega a la misma de las cuentas, libros y documentos que hagan referencia a 
la Administración Social.  
 
Artículo 20º: Efectuada la liquidación se reunirá por última vez la Junta General de 
Socios para declarar cumplidos los presentes Estatutos, en lo que se refiere a la 
liquidación social. 
 
CAPÍTULO VIII. RESERVAS LEGALES. 
 
Artículo 21º: Las sociedades laborales están obligadas a constituir un fondo especial de 
reserva, que se dotará con el 10% del beneficio líquido de cada ejercicio, así como una 





























ANEXO II. Modelo 600. Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 












Modelo 036. Declaración censal de alta, modificación y baja en el censo de 























































































































Formularios de licencia de apertura de actividad no clasificada o inocua: 
 
1. Solicitud de licencia de apertura. 
2. Informe técnico. 
3. Resolución concediendo  la licencia de apertura. 
4. Notificación de la licencia de apertura. 
 
1. Solicitud de licencia apertura actividad no clasificada o inocua. 
 




DNI/NIF o CIF: ………………………… 
 






DNI/NIF o CIF: ……………………… 
 
                                         EXPONE: 
 
Que por medio de la presente instancia solicito LICENCIA DE APERTURA 







TITULAR DE LA ACTIVIDAD/CIF:……………………… 
                 
            Documentación que se acompaña: 
 
( ) Plano de situación del local y croquis del mismo. 
 
( ) Breve memoria de la actividad. 
 
Por lo expuesto 
 
SOLICITO DE V.S. tenga por presentado este escrito en tiempo y forma, con los 
documentos que se acompañan y previos los trámites pertinentes conceda la licencia 
solicitada, previo pago de la tasa municipal. 
               
                    …de…………de 2014                   Firma 
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2. Informe técnico. 
 
 DE SERVICIOS TÉCNICOS A: SR ALCALDE PRESIDENTE 
  




 Habiéndose presentado con fecha ……… por D. ……… licencia de apertura 
para el ejercicio de la actividad de ……… en ………., por medio del presente, el 
técnico municipal que suscribe, emite el siguiente INFORME: 
 
1.-La actividad para la que se solicita la licencia de apertura se considera como 
no clasificada o inocua, no estando comprendida en ninguno de los anexos de la vigente 
normativa sobre protección medio ambiental. 
 
2.-Examinadas las ordenanzas urbanísticas que rigen para la zona en la que se 
pretende la instalación de la actividad, se comprueba que el uso es compatible con el 
previsto en las citadas ordenanzas. 
 
3.-El establecimiento cumple la normativa vigente sobre eliminación de barreras 
arquitectónicas. 
 
A la vista de cuanto se dice, el técnico que suscribe considera que procede la 
concesión de la licencia de apertura solicitada. 
 
                                        Lugar, fecha y firma. 
 
 
3. Resolución concediendo la licencia de apertura. 
 
Habiéndose solicitado por D.  …… con fecha …… licencia de apertura para el 
ejercicio de la actividad de ……… a emplazar en …….. 
 
Informándose por los Servicios Técnicos Municipales el expediente con fecha 
…… en sentido favorable para el otorgamiento de la licencia solicitada. 
 
Siendo competente esta Alcaldía para la concesión de la licencia de apertura 
según disponen los arts. 21.1.q) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local y 41.9) del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen 
Jurídico de las Entidades Locales, por medio del presente DECRETO: 
 
Conceder a D.  ……… licencia de apertura para el ejercicio de la actividad de 
…… a emplazar en …….. 
 
Notifíquese la presente resolución al interesado, y dar cuenta de la misma a los 





Lo manda y firma el Sr. Alcalde-Presidente en la ciudad y fechas arriba 
indicadas ante mí el Secretario que certifico. 
              
EL ALCALDE                                      ANTE MÍ.-EL SECRETARIO 
 
 
4. Notificación de la licencia de apertura. 
 
Con esta fecha por el Sr. Alcalde-Presidente se dicta la siguiente resolución: 
 
“Habiéndose solicitado por D.  …… con fecha …… licencia de apertura para el 
ejercicio de la actividad de ……… a emplazar en …….. 
 
Informándose por los Servicios Técnicos Municipales el expediente con fecha 
…… en sentido favorable para el otorgamiento de la licencia solicitada. 
 
Siendo competente esta Alcaldía para la concesión de la licencia de apertura 
según disponen los arts. 21.1.q) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local y 41.9) del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen 
Jurídico de las Entidades Locales, por medio del presente DECRETO: 
 
Conceder a D.  ……… licencia de apertura para el ejercicio de la actividad de 
…… a emplazar en ……..” 
 
Lo que le notifico a vd. para su conocimiento y efectos, haciéndole saber que 
contra la presente resolución que pone fin a la vía administrativa, puede interponer los 
siguientes recursos, sin perjuicio de que pueda ejercitar, en su caso, cualquier otro que 
estime procedente, sin que puedan simultanearse: 
 
1.-Potestativamente recurso de reposición ante el Sr. Alcalde en el plazo de un 
mes (arts. 116 y 117 de la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común). 
 
2.-Recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo, en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de la 
notificación de la presente resolución, de conformidad con lo dispuesto en el art. 46.1 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, en relación con el art. 8.1 c) de la misma. 
                                   
                                     
                                             Lugar, fecha y firma. 
                                      
                                     
 






























Modelo TA.1. Solicitud de afiliación a la seguridad social, asignación de 













Modelo TA.2/T. Solicitud de alta, baja o variación de datos del trabajador 



























Modelo TA.0521. Solicitud de alta / baja / variación de datos en el Régimen 
Especial de Autónomos. Existen diferentes versiones de este Modelo en función del 
tipo de trabajador por cuenta propia de que se trate. En este caso, Don Jaime y Doña 
Giulia deberán hacer uso del Modelo TA.0521-5- Socios, familiares de socios o 





























II.- Redacte un informe pronunciándose sobre los siguientes aspectos 
derivados de la creación de un centro de trabajo de la empresa en la 
ciudad de Oporto (República Portuguesa): determinación de la 
competencia judicial y ley aplicable en caso de conflicto laboral con 
trabajadores españoles, la prueba del Derecho extranjero en caso de 
pleito laboral en España, y la expatriación de los trabajadores. 
1. Determinación de la competencia judicial. 
 
La función jurisdiccional es una potestad emanada de la soberanía del Estado. Como 
afirma el artículo 117.3º de la Constitución Española, “el ejercicio de la potestad 
jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, 
según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan”. Tal 
potestad se extiende, de acuerdo al artículo 4 LOPJ, “a todas las personas, a todas las 
materias y a todo el territorio español, en la forma establecida en la Constitución y en 
las leyes”.  
 
La jurisdicción es, pues, una función de Estado que no queda afectada por la existencia 
de elementos extranjeros en el proceso. Sin embargo, la jurisdicción de los Tribunales 
estatales no se despliega sobre todas las situaciones privadas internacionales. Las 
normas de competencia judicial internacional determinan y delimitan las situaciones 
privadas internacionales de que dichos tribunales pueden conocer. 
 
 
Por lo que respecta al caso concreto que nos ocupa, se crea un centro de trabajo en la 
República de Portugal.  
 
El artículo 11 de la Ley de Sociedades de Capital permite la apertura de sucursales en 
cualquier lugar del territorio nacional o del extranjero. El problema surge cuando existe 
un conflicto laboral entre trabajadores españoles que trabajan en Portugal y empresario 
español. 
 
Partimos de la base de que tanto España como Portugal forman parte de la Unión 
Europea (UE) desde 1986 y que en ésta existe libre circulación de trabajadores, regulada 
en el Reglamento (UE) 492/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de abril de 
2011 relativo a la libre circulación de trabajadores dentro de la Unión.  
 
La libertad de circulación de trabajadores en la UE supone la abolición, entre los 
trabajadores de los Estados miembros de la UE, de toda discriminación  por razón de la 
nacionalidad con respecto al empleo, retribución y demás condiciones de trabajo, así 
como el derecho de estos trabajadores a desplazarse libremente dentro de la UE para 
ejercer una actividad asalariada, sin perjuicio de las limitaciones justificadas por razones 
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Pero el Reglamento citado nada establece sobre competencia judicial internacional (CJI) 
en relación a litigios laborales internacionales. 
 
La competencia judicial internacional en materia de contratos individuales de trabajo se 
fija a través de las siguientes normas: 
 
- Reglamento (CE) 44/2001 del Consejo, relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de  resoluciones judiciales en materia civil y mercantil o, 
en su caso, por el Convenio de Bruselas de 1968, o el Convenio de Lugano II de 2007, 
relativos a las mismas materias. 
 




Para saber si es de aplicación el Reglamento 44/2001 (Bruselas I), debemos analizar los 
distintos ámbitos de aplicación: 
 
 
- Ámbito de aplicación institucional. Se cumple porque estamos ante dos Estados 
miembros. 
 
- Ámbito de aplicación material. Se cumple porque la CJI en materia de contratos 
de trabajo viene regulada en el Reglamento, concretamente en la Sección 5ª del 
Título II. 
 
- Ámbito de aplicación territorial. Se cumple porque los Tribunales que pueden 
ser dotados de CJI son pertenecientes a Estados miembros de la UE. 
 
- Ámbito de aplicación temporal. También se cumple. Se observa la fecha de 
interposición de la demanda para determinar si está vigente el Reglamento. El 
Reglamento se aplica, en base al art. 66, únicamente a las acciones judiciales 
ejercitadas con posterioridad al uno de marzo de 2002, fecha de su entrada en 
vigor. 
 
- Ámbito de aplicación espacial. El empresario está domiciliado en un Estado 
miembro como es España, el lugar de prestación laboral es un Estado miembro, 
Portugal, el domicilio del trabajador también se sitúa en un Estado miembro 
(España) y el Reglamento se aplica, salvo en Dinamarca, en el territorio de los 
Estados miembros, así como en otros países, departamentos y territorios, de 
conformidad con el art. 52 TUE y 255 TFUE, a saber, los Departamentos 
franceses de Ultramar, Gibraltar (acuerdo entre España y el Reino Unido el 19 
de abril de 2000) y las Islas Aland
19
, por lo que se cumple también este ámbito 
de aplicación. 
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 ESPLUGUES MOTA, C., Derecho Internacional Privado, 6ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2012, p. 101. 
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Puesto que todas las dimensiones se cumplen, será el Reglamento 44/2001 el que 
establezca la CJI. 
 
 




Primer caso: Trabajador demandante 
 
Es posible que exista un pacto de sumisión entre trabajador y empresario a favor de 
unos tribunales estatales elegidos por ambos, pero siempre que concurran las siguientes 
circunstancias, establecidas en el art. 21 R. 44/2001: 
 
1) Que los acuerdos atributivos de competencia sean posteriores al nacimiento del 
litigio, o bien 
 
2) que tales acuerdos permitan al trabajador formular demandas ante tribunales distintos 
a los previstos como foros especiales, recogidos en el art.19, que ahora indicaremos. 
 
 
En defecto de sumisión de las partes, rige el artículo 19 del Reglamento, por lo que el 
trabajador podrá demandar: 
 
- Ante el tribunal del Estado en que esté domiciliado el empresario, que serían los 
tribunales españoles. 
 
- Ante el tribunal del lugar en el que el trabajador desempeñare habitualmente su trabajo 
o ante el tribunal del último lugar en que lo hubiere desempeñado, que sería Portugal. 
 
- Si el trabajador no desempeñare habitualmente su trabajo en un único Estado, ante el 
tribunal del lugar en que estuviere situado el establecimiento que hubiere empleado al 
trabajador, por lo que en este caso el trabajador demandaría en España. 
 
 
Además, en base al art. 16.1 de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el 
desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios 
transnacional, y al art. 6 de la Directiva 96/71/CE, sobre desplazamiento de trabajadores 
efectuado en el marco de una prestación de servicios, en el caso de trabajadores 
desplazados temporalmente para prestar sus servicios en otro Estado miembro, dicho 
trabajador puede demandar al empresario ante los tribunales del Estado en cuyo 
territorio ha trabajado temporalmente; en el presente caso estaríamos hablando de los 
tribunales portugueses. 
 
Segundo caso: Empresario demandante 
 
Se permite un acuerdo atributivo de competencia posterior al nacimiento del litigio, en 
base al art. 21. 1) del Reglamento, y en defecto de tal acuerdo, el empresario sólo podrá 
demandar al trabajador ante el tribunal del Estado miembro en el que este último tenga 
su domicilio (art. 20.1 R. 44/2001), en este caso España. 
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Como vemos, el trabajador, en cuanto que parte débil en la relación contractual, tiene 
mayores posibilidades de elección. 
2. Determinación de la ley aplicable. 
 
Una vez concretada la jurisdicción competente para conocer del litigio, resulta 
seguidamente imprescindible especificar cuál será la normativa aplicable al fondo del 
conflicto por parte del operador jurídico nacional. 
 
La ley aplicable al contrato de trabajo internacional se determina con arreglo al artículo 
8 del Reglamento (CE) 593/2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales, 
más conocido como Roma I. Este artículo persigue evitar que los empresarios impongan 
a los trabajadores una elección de ley aplicable al contrato de trabajo que pudiera 
perjudicar los derechos de los trabajadores recogidos en las normas imperativas de la 
ley del país de prestación de los servicios. 
 
El Reglamento Roma I es un Reglamento de aplicación universal, por lo que se aplica 
con independencia de la residencia, domicilio o nacionalidad de las partes, y cualquier 
otra circunstancia relativa al contrato. 
 
 
En primer lugar, el contrato se regirá por la ley elegida por las partes (art. 8.1 RR-I).  
 
La ley no puede privar al trabajador de la protección que le aseguren las disposiciones 
que no pueden excluirse mediante acuerdo (en España son las disposiciones legales de 
derecho necesario y los derechos reconocidos como indisponibles por convenio 
colectivo
20
) y que pertenecen a la ley del Estado que regiría el contrato de trabajo a falta 
de elección por las partes. De ese modo se impide que el empresario obligue al 
trabajador a aceptar una ley estatal que le perjudique.        
 
En defecto de acuerdo, el contrato se regirá por la ley del país en el cual el trabajador 
realice su trabajo habitualmente (art. 8.2 RR-I). No se considerará que cambia el país de 
realización habitual del trabajo cuando el trabajador realice con carácter temporal su 
trabajo en otro país.  
 
Cuando no pueda determinarse la ley aplicable, el contrato se regirá por la ley del país 
donde esté situado el establecimiento a través del cual haya sido contratado el trabajador 
(art. 8.3 RR-I), esto es, la ley española. 
 
 
En ambos casos (ley del lugar del trabajo habitual y ley donde el trabajador ha sido 
contratado), el juez tiene la posibilidad, merced a una cláusula de excepción específica 
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 Art. 3.5 Estatuto de los Trabajadores: “Los trabajadores no podrán disponer válidamente, antes o 
después de su adquisición, de los derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales de derecho 










Si, con independencia del país o países de prestación de servicios, el contrato de trabajo 
presenta vínculos más estrechos con otro país, se aplicará la ley de ese país. 
 
Esta cláusula de excepción se puede aplicar cuando el único dato de extranjería del 
asunto sea el país de prestación de los servicios. Tal es el caso, ya que los trabajadores 
son españoles, el empresario también lo es, el único elemento extranjero es el lugar de 
trabajo, Portugal. 
 
De este modo, se evita la aplicación de la ley del país donde se prestan los servicios y se 
aplica la ley del país más vinculado, España. 
 
Claro está que esta cláusula debe aplicarse tras una valoración de las vinculaciones 
fácticas del caso, pero a falta de más datos, consideramos que se debería aplicar esta 
cláusula de excepción. 
 
 
3. Prueba del Derecho extranjero.                                                                                
 
El art. 281.2º de la LEC prevé que “el derecho extranjero deberá ser probado en lo que 
respecta a su contenido y vigencia, pudiendo valerse el tribunal de cuantos medios de 
averiguación estime necesarios para su aplicación”, mientras que el art. 282 señala que 
“las pruebas se practicarán a instancia de parte”. 
 
En base a ello, parece posible considerar al Derecho extranjero como un hecho que debe 
ser invocado y probado por las partes, particularmente por la parte que lo alega.  
 
Sin embargo, como pone de relieve la Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2000, 
de 17 de enero, a diferencia de los hechos, cuya fijación corresponde por entero a la 
parte, el Derecho extranjero exige de ésta un principio de prueba, y de los órganos 
jurisdiccionales una participación activa que garantice una tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE), colaborando en la gestión y obtención de los elementos probatorios.      
 
Esta Sentencia admite que corresponde a las partes la prueba del Derecho extranjero, 
pero limita el rigor de tal principio, preservando el derecho a la tutela judicial efectiva 
frente a una posición excesivamente rigurosa de los jueces. 
 
Existen dudas sobre las consecuencias procesales de la ausencia de alegación o prueba 
suficiente del Derecho extranjero. Buena parte de la jurisprudencia opta por resolver la 
falta de alegación o prueba del Derecho extranjero mediante la aplicación al fondo de la 
lex fori. Señala la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de junio de 2005 que “cuando 
el contenido y vigencia del derecho extranjero no han resultado probados por las 
partes ni averiguados por el Tribunal en la medida que sería precisa para resolver el 
conflicto de intereses planteado y la regla de conflicto no impone otra cosa, resulta 
aplicable la lex fori, como norma subsidiariamente competente”. 
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Más acorde con el principio de imperatividad de la norma de conflicto, resulta la 
desestimación de la pretensión, cuando las partes no han alegado o probado de forma 
suficiente el Derecho extranjero. 
 
Señala la Sala de lo Social del TS que si el Derecho aplicable es el extranjero, la parte 
que formula la pretensión tiene que alegar y probar ese Derecho para que su pretensión 
sea acogida. La falta de alegación y prueba del Derecho extranjero aplicable a la 
relación laboral lleva, en ocasiones, al TS a desestimar la pretensión ante la pasividad de 
una parte que busca privilegiarse de manera indebida, de la eventual aplicación 
subsidiaria de la lex fori como ley más favorable. 
 
Lo que ocurre es que la desestimación de la demanda plantea el problema de que la 
parte que no alega o no consigue probar el Derecho extranjero no podrá volver a 
plantear su pretensión alegando y probando correctamente el Derecho extranjero, lo que 
sería claramente contrario al principio de tutela judicial efectiva. 
 
Según Fernández Rozas, una desestimación de la pretensión basada únicamente en la 
falta de alegación y prueba del Derecho extranjero no supone una respuesta en cuanto al 
fondo de la pretensión, sino una sanción a la conducta procesal de las partes 




Si las partes no invocan o manifiestan pasividad en la prueba del Derecho extranjero, la 
opción más adecuada es que el Juez no debe desestimar la pretensión, sino tomar la 
iniciativa en la obtención de dicha prueba. 
 
En definitiva, si las partes invocan el Derecho extranjero y aportan un principio de 
prueba, el Juez está obligado a colaborar con las partes en la obtención de dichas 
pruebas, tal como indica la Sent. TC 10/2000, antes citada. Si, a pesar de los intentos de 
las partes y del Juez, la aplicación del Derecho extranjero resulta imposible de probar 
materialmente, procederá en tal caso la aplicación residual del Derecho del foro. 
 
 
Asimismo es preciso determinar el objeto de la prueba. Si bien es cierto que el art. 
281.2º de la LEC se refiere de forma escueta a la vigencia y contenido del Derecho 
extranjero, la regla jurisprudencial dominante exige la prueba de la interpretación y 
aplicabilidad al caso del Derecho extranjero. 
 
Esta doctrina se resume en la Sent. TS de 19 de diciembre de 1935, establece que “para 
aplicar el Derecho extranjero por los Tribunales españoles, es necesario que quien lo 
invoque acredite en juicio: primero, la existencia de la legislación que solicita; 
segundo, la vigencia de la misma, y tercero, su aplicación en el caso litigioso”. 
 
 
Por último, trataremos la delimitación del momento procesal oportuno para alegar el 
Derecho extranjero y los medios de prueba de este Derecho. 
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En base a la LEC, este momento ha de ser en la demanda y en la contestación de la 
demanda, y en cuanto a los medios de prueba, la jurisprudencia ha venido reiterando 
que serán validos los medios de prueba admitidos por la legislación española, 
destacando entre ellos, la prueba documental y la prueba pericial.  
 
4. Expatriación de los trabajadores. 
 
Por último, hablaremos de la expatriación de los trabajadores españoles a Portugal.  
 
El mercado laboral se ha globalizado en las últimas décadas, requiriendo de las 
empresas una mayor presencia en distintos países y la empresa de nuestros clientes no 
ha sido una excepción.  
 
Los países de la UE han regulado las consecuencias de esta globalización para el 
mercado de trabajo, mediante el libre desplazamiento de trabajadores, y persiguen con 
ello la defensa de los derechos de éstos y la defensa de la competencia. 
 
En una primera aproximación a la figura del trabajador desplazado en el extranjero, 
cada vez más conocido por la denominación de expatriado, la idea generalizada sobre el 
particular es la de un trabajador que voluntariamente y con carácter temporal acepta un 
destino en el extranjero, normalmente en una empresa perteneciente al mismo grupo 
empresarial que aquélla o en una sucursal o agencia. 
 
 
Establece el art. 40.4 del Estatuto de los Trabajadores lo siguiente: 
“Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por 
contrataciones referidas a la actividad empresarial, la empresa podrá efectuar 
desplazamientos temporales de sus trabajadores que exijan que estos residan en 
población distinta de la de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los 
gastos de viaje y las dietas. 
El trabajador deberá ser informado del desplazamiento con una antelación suficiente a 
la fecha de su efectividad, que no podrá ser inferior a cinco días laborables en el caso 
de desplazamientos de duración superior a tres meses; en este último supuesto, el 
trabajador tendrá derecho a un permiso de cuatro días laborables en su domicilio de 
origen por cada tres meses de desplazamiento, sin computar como tales los de viaje, 
cuyos gastos correrán a cargo del empresario. 
Contra la orden de desplazamiento, sin perjuicio de su ejecutividad, podrá recurrir el 
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 El art. 40.1 del Estatuto de los Trabajadores establece al respecto que “el trabajador que no habiendo 
optado por la extinción de su contrato se muestre disconforme con la decisión empresarial podrá 




Los desplazamientos cuya duración en un período de tres años exceda de doce meses 
tendrán, a todos los efectos, el tratamiento previsto en esta Ley para los traslados”. 




- No existe límite geográfico alguno para el desplazamiento. Así lo confirma el TS en 
Sentencia de 1 de julio de 1986 cuando, en respuesta a una alegación de un trabajador 
desplazado a Argelia que alegaba que la Ley no contemplaba expresamente el 
desplazamiento al extranjero, mantiene que “no se pueden hacer distingos donde la Ley 
no distingue” y declara ajustado a Derecho el desplazamiento. 
 
- El desplazamiento, a diferencia del traslado, podrá efectuarse a otro centro de trabajo 
de la misma empresa, a otra empresa del grupo o a otra empresa no vinculada. 
 
- El desplazamiento exige causa. Obviamente, debido a las consecuencias que conlleva 
(separación de la familia, lejanía del hogar), sólo se concibe si median razones 
justificadas, de tipo económico, técnico u organizativo. 
 
- El desplazamiento no podrá superar los doce meses dentro de un periodo de tres años. 




Dejando a un lado el Estatuto de los Trabajadores, el desplazamiento tiene lugar entre 
países de la UE, por lo que la regulación del desplazamiento de trabajadores viene 
recogido en la Directiva 96/71/CE, sobre desplazamiento de trabajadores efectuado en 
el marco de una prestación de servicios, desarrollada en España por la Ley 45/1999, de 
29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación 
de servicios transnacional. Tanto la Directiva como la Ley 45/1999 se aplican solamente 
si se trata de empresas establecidas en un Estado miembro. 
 
 
Esta regulación procura garantizar la libre circulación de trabajadores en la UE, los 
derechos laborales de los trabajadores desplazados a otro Estado miembro y la 
coherencia del mercado laboral del Estado miembro de destino. 
 
 
La Ley 45/1999 cubre los siguientes supuestos (art.2): 
 
- Desplazamiento de un trabajador por cuenta y bajo la dirección de su empresa en 
ejecución de un contrato celebrado entre la misma y el destinatario de la prestación de 
servicios. 
 
- Desplazamiento de un trabajador a un centro de trabajo de la propia empresa o de otra 
empresa del grupo del que forme parte. Es el caso que nos ocupa. 
 
- Desplazamiento de un trabajador por parte de una empresa de trabajo temporal (ETT). 
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 DÍAZ-GÁLVEZ, J., El desplazamiento de trabajadores al extranjero. Su régimen jurídico, laboral y 
fiscal. 1ª edición, Lex Nova, Valladolid, 2000, p. 28. 
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La regulación española de desplazamiento establece que los trabajadores trasladados a 
España, aún cuando la ley elegida para regir sus contratos no sea la española, verán 
garantizadas las condiciones mínimas de trabajo. El art. 3 Ley 45/1999 fijó estos 
derechos mínimos en lo relativo a tiempo de trabajo, cuantía del salario, igualdad de 
trato, prevención de riesgos laborales, libre sindicación, derechos de huelga y reunión, 
etc. 
 
Por medio de esta garantía, la normativa española y europea pretenden evitar el 
dumping social internacional, esto es, la reducción de los costes de producción 
mediante el abaratamiento de la mano de obra, que se logra mediante el desplazamiento 
de trabajadores desde países donde los salarios son más bajos.  
 
 
Por lo que respecta a la Seguridad Social, la normativa comunitaria estaba 
fundamentada en dos Reglamentos: Reglamento 1408/71, relativo a la aplicación de los 
regímenes de Seguridad Social a los trabajadores por cuenta ajena, a los trabajadores 
por cuenta propia y a sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad, y el 
Reglamento 574/722, por el que se establecen las modalidades de aplicación del 
Reglamento 1408/71. 
 
Esta normativa ha sido adaptada, complementada y mejorada a lo largo del tiempo, para 
reunificar las modificaciones en esta materia y con el fin de evitar la pérdida de 
derechos se promulgó el Reglamento (CE) 883/2004, sobre la coordinación de los 
Sistemas de Seguridad Social, así como el Reglamento (CE) 987/2009, por el que se 
adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) 883/2004. 
 
Con base en el art. 12.1 del Reglamento 883/04 y al art.14 del Reglamento 987/09: 
La persona que ejerza una actividad asalariada en un Estado miembro por cuenta de un 
empleador que ejerce normalmente en él sus actividades y a la que este empleador envíe 
para realizar un trabajo por su cuenta en otro Estado miembro seguirá sujeta a la 
legislación del primer Estado miembro, a condición de que la duración previsible de 
dicho trabajo no exceda de 24 meses y de que dicha persona no sea enviada en 
sustitución de otra persona. 
 
La expresión “que ejerce normalmente en él sus actividades” se refiere a una empresa 
que realiza normalmente actividades sustanciales en el Estado miembro del 
establecimiento, es decir, que la empresa permanezca con trabajadores ejerciendo la 
actividad propia en el Estado del establecimiento, además de los trabajadores que estén 
desplazados en otros países. 
 
Esto resulta de aplicación a nuestro caso, ya que los trabajadores realizan una actividad 
asalariada en España por cuenta de un empresario, y éste envía a aquéllos a Portugal.  
 
Además en España se ejercen actividades sustanciales, ya que está abierta y operativa la 
agencia de viajes de A Coruña. 
 





En lo relativo al trámite del desplazamiento, los requisitos para su solicitud son los 
siguientes: 
 
- El trabajador debe tener antecedentes en la Seguridad Social española de al 
menos un mes antes de su desplazamiento. 
- Mantenimiento del contrato de trabajo. 
- Solicitud a través del modelo TA 300.25 




Finalmente, por lo que respecta al régimen fiscal del expatriado o desplazado, existe un 
régimen especial en el art. 7. p) de la Ley del IRPF que exime de tributación por 
trabajos realizados en el extranjero cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
 
- Que dichos trabajos se realicen para una empresa o entidad no residente en España o 
un establecimiento permanente radicado en el extranjero. Debe reconocerse que deberá 
prestarse especial atención a aquellos casos en los que la empresa destinataria del 
trabajo y la prestadora formen parte de un mismo grupo societario. Y es que la 
Administración viene entendiendo que cuando el desplazado presta servicios a una 
empresa vinculada es necesario que ésta (la no residente) reciba una utilidad del mismo, 
o en términos de la propia Dirección General de Tributos: 
“Es decir, si, en circunstancias comparables, una empresa independiente hubiera 
estado dispuesta a pagar a otra empresa independiente la ejecución de esta actividad o 
si la hubiera ejecutado ella misma internamente. Si la actividad no es de las que una 
empresa independiente hubiera estado dispuesta a pagar por ella o hubiera ejecutado 
ella misma, no debería, en general, considerarse que el servicio se ha prestado.”26 
- Que en el territorio en que se realicen los trabajos se aplique un impuesto de naturaleza 
idéntica o análoga a la de este impuesto y no se trate de un país o territorio considerado 
como paraíso fiscal. Se considerará cumplido este requisito cuando el país en el que se 
realicen los trabajos tenga suscrito con España un convenio para evitar la doble 




La exención se aplicará a las retribuciones devengadas durante los días de estancia en el 
extranjero, con el límite máximo de 60.100 euros anuales.  
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 Se incluye el modelo TA 300 en el Anexo. 
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 Información encontrada en la web de LexPat http://www.lexpat.es/biblioteca/regimen-fiscal-de-los-
trabajadores-desplazados-temporalmente-al-extranjero/ (fecha de último acceso: 4 de enero de 2014). 
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 España y Portugal suscribieron Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión  fiscal 
en materia de impuestos sobre la renta. Protocolo firmado en Madrid el 26 de octubre de 1993 y 
publicado en el Boletín Oficial del Estado el 7 de noviembre de 1995. 
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Existen otras ventajas fiscales, como la prevista por el artículo 9. A. 3. b) del 
Reglamento del IRPF, que establece la excepción de gravamen de los excesos que 
perciban los empleados de empresas con destino al extranjero sobre aquellas 
retribuciones que recibirían en caso de hallarse destinados en España, o las exenciones 
previstas en el artículo 9. B. 2 del citado Reglamento, de las cantidades abonadas por la 
compañía para cubrir los gastos de locomoción y manutención del contribuyente y sus 
familiares durante el traslado, siempre que se produzca un cambio de residencia por un 



















































III.- Tras el buen funcionamiento de la empresa, la familia decide 
ampliar su negocio y empezar a trabajar con grandes clientes, como 
multinacionales, administraciones públicas y embajadas. Entre estos 
clientes, se encuentran los Consulados y la Embajada de Italia en 
España que, después de haber acumulado con la empresa una deuda 
de 185.400 euros, se encuentran ante la imposibilidad de pagar como 
consecuencia de la crisis en la que ha entrado el país. Entre los 
conceptos que integran la deuda, se encuentran principalmente 
facturas de viajes de personal diplomático italiano, así como también 
viajes de familiares y amigos del personal diplomático, y 73.000 euros 
en estancias vacacionales de cortesía para políticos y empresarios 
españoles, así como para diplomáticos de terceros países.  
 
Se solicita informe razonado sobre las posibilidades jurídicas con las 
que cuenta la empresa para cobrar la deuda. 
  
Las consecuencias de la crisis económica se han traducido en un aumento considerable 
de impagos, retrasos y prórrogas en la liquidación de facturas vencidas, que está 
afectando a la gran mayoría de empresas, en especial a las pequeñas y medianas 
empresas, que funcionan con gran dependencia del crédito a corto plazo y con unas 
limitaciones de tesorería que hacen especialmente complicada su actividad en el 
contexto económico actual. 
 
El presente caso nos muestra las deudas contraídas por parte del Consulado y la 
Embajada italianas con la agencia de viajes, en virtud de unos servicios prestados, 
concretamente facturas de viajes de personal diplomático, viajes de familiares y amigos 
de este personal, y estancias vacacionales para políticos y empresarios españoles, así 
como diplomáticos de terceros países. 
 
Debido a su composición colectiva y a su naturaleza de persona jurídica, los sujetos de 
Derecho internacional sólo pueden relacionarse entre sí mediante los órganos de las 
relaciones internacionales, es decir, mediante las personas o conjuntos de personas que 
obran en nombre del sujeto al que representan, cumpliendo o violando las obligaciones 




El status jurídico del deudor no es el de cualquier otro individuo, puesto que goza de 
privilegios e inmunidades, entre los que se encuentra la inmunidad de jurisdicción, y se 
nos plantea el problema de si se podrá cobrar o no esa deuda. 
 
La inmunidad de jurisdicción se articula como un principio según el cual los Tribunales 
internos no son competentes para entender de los litigios en los que participen sujetos 
de Derecho Internacional, en virtud de los principios de soberanía, igualdad e 
independencia de los Estados (par in parem non habet imperium), que son expresión de 
una costumbre internacional plenamente consolidada. 
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La inmunidad de jurisdicción hace referencia, en términos generales, a la inmunidad del 
Estado y de sus órganos, pero existen una serie de supuestos especiales de inmunidad 
que afectan a los agentes encargados de las relaciones exteriores del Estado, 
principalmente, agentes diplomáticos y funcionarios consulares. 
 
En base a ello, a priori no podremos demandar ante los Tribunales españoles. Ahora 
bien, la práctica internacional ha ido evolucionando de una concepción maximalista de 
la inmunidad de jurisdicción (inmunidad absoluta) a una concepción más matizada de la 
noción (inmunidad relativa), como iremos indicando. 
 
La deuda fue adquirida por miembros del Consulado y de la Embajada italianos, y 
hablaremos separadamente de cada uno de estos órganos. 
 
Por lo que se refiere a los Cónsules, son órganos del Estado que actúan en el extranjero 
y que realizan unas funciones muy variadas y abarcan los campos de la protección de 
los nacionales e información al Estado, así como funciones de carácter administrativo, 
notarial, de colaboración con los Tribunales de justicia y otras relativas al estado civil 
de las personas y las sucesiones. Además ejercen funciones relacionadas con la 
navegación marítima, el comercio y el ejercicio de las profesiones. Todas sus funciones 
vienen recogidas en el art. 5 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, 
de 24 de abril de 1963. 
 
Existen Cónsules de carrera y Cónsules honorarios. Los Cónsules de carrera son 
funcionarios públicos del Estado que los nombra, poseen la nacionalidad de éste, son 
pagados por el Estado que los envía y no ejercen, en general, otras funciones que las 
profesionales. Por su parte, los Cónsules honorarios pueden ser extranjeros, ejercer el 
comercio u otras profesiones y su servicio es gratuito, aunque pueden recibir una 
subvención para gastos de locales y de representación.  
 
La inmunidad de los Cónsules de carrera y demás miembros de la Oficina consular 
viene regulada en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, más 
concretamente en el Capítulo II, Sección II. 
 
A los Cónsules de carrera y demás miembros de la Oficina consular se les reconocen 
inmunidad de jurisdicción por los actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones.  
 
Ahora bien, en base al apartado A del artículo 43.2 de la Convención, no se aplica la 
inmunidad en el caso de un procedimiento civil que resulte de un contrato que el 
funcionario consular, o el empleado consular, no haya concertado, explícita o 
implícitamente, como Agente del Estado que envía. 
 
Además, los Cónsules y demás miembros de la Oficina consular tienen la obligación de 
respetar las leyes y reglamentos del Estado receptor (Art. 55 de la Convención) y la 
obligación de no ejercer en provecho propio ninguna actividad profesional o comercial 
(Art. 57 de la Convención). 
 
Por lo que respecta a los Cónsules honorarios, su régimen aplicable se encuentra en el 
Capítulo III de la Convención, y aunque, a diferencia de los Cónsules de carrera, no se 
les reconoce inviolabilidad personal, sí se les aplica el art. 43 relativo a la inmunidad de 
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jurisdicción, con las mismas peculiaridades que los Cónsules de carrera, por lo que los 
procedimientos a seguir serán los mismos que con éstos. 
 
—Por tanto, y por lo que respecta a la deuda contraída por el Consulado, si ésta fue 
contraída por estos funcionarios consulares por actos realizados en el ejercicio de sus 
funciones, gozarán de inmunidad de jurisdicción. Si, por el contrario, los funcionarios 
consulares no celebraron el contrato, explícita o implícitamente, como Agentes del 
Estado italiano, sino para fines privados, no gozarán de la inmunidad de jurisdicción 




Por su parte, la Embajada es el órgano que representa permanentemente al Estado 
acreditante (Italia) frente al Estado receptor (España), compuesto por un conjunto de 
personas dirigido por un Jefe de Misión acreditado, y que está encargado de funciones 
diplomáticas.  
 
Las normas reguladoras de la función diplomática y de los privilegios y garantías de los 
miembros adscritos al servicio diplomático son, en su mayoría, de origen 
consuetudinario. No obstante, algunas de estas normas se recogieron en Reglamentos y 
en tratados bilaterales. La materia requería una codificación, por lo que se reunió en 
1961 la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, que convocaron 
una Conferencia en Viena, fruto de la cual surgió la Convención de Viena sobre 
Relaciones Diplomáticas de 18 de abril de 1961. 
 
Las funciones de la Misión diplomática, enumeradas en el artículo 3 de la Convención 




Son funciones normales proteger en el Estado receptor los intereses del Estado 
acreditante y los de sus nacionales, fomentar las relaciones amistosas y desarrollar las 
relaciones económicas, culturales y científicas entre Estado acreditante y receptor, 
representar al Estado acreditante e informar al Gobierno del Estado acreditante sobre el 
Estado receptor. 
 
Son funciones excepcionales las ejercidas cuando un Estado acepta la protección o 
representación de intereses de Estados terceros, ya sean Estados de reciente 




Realizada esta introducción, trataremos el tema realmente importante para nuestros 
clientes: los privilegios e inmunidades diplomáticas, y más concretamente la 
inmunidad de jurisdicción de los Agentes diplomáticos. 
 
Los Agentes diplomáticos tienen una condición jurídica especial respecto a los 
extranjeros que residen en el territorio del Estado receptor. La finalidad de estos 
privilegios e inmunidades es, tal y como establece el preámbulo de la Convención de 
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Viena, “garantizar el desempeño eficaz de las funciones de las misiones diplomáticas 
en calidad de representantes de los Estados”. 
 
Por tanto, el Agente diplomático no posee estas inmunidades a título personal, sino en 
cuanto miembro de la Misión diplomática, lo que conlleva que éste no puede renunciar 
a las mismas, pero el Estado sí que puede renunciar a las inmunidades de sus Agentes 
(Art. 32 de la Convención). Esta disposición tiene apoyo jurisprudencial en nuestro país, 
por medio de la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Penal) de 1 de junio de 
1987, que señala en el Fundamento de Derecho 4º lo siguiente: 
 
“El titular de la inviolabilidad o inmunidad diplomática, no es el miembro del 
mencionado Cuerpo, sino el Estado que lo ha acreditado ante la Potencia receptora, 
por lo cual, la renuncia que, potestativamente, se puede formular, incumbe al Estado 
acreditante, por conducto de su suprema representación, y no al funcionario afectado, 
lo que es lógico y plausible no sólo por disponerlo así el Convenio de Viena, sino, en 
primer lugar, porque el Jefe del Estado de que se trate, renunciará o no al privilegio de 
la inmunidad, atendiendo a la índole de la infracción presuntamente perpetrada y a 
todas las circunstancias del caso, y, en segundo término, porque, de este modo, se 
evitan excesos y abusos de la condición de diplomático, cometidos al socaire de los 
privilegios de que se gozan, equivalentes, al menos en el Estado receptor, a una 
impunidad inmerecida.” 
 
El art. 31.1 de la Convención de Viena concede la inmunidad de jurisdicción a los 
Agentes diplomáticos. Gozarán de inmunidad de jurisdicción penal. También de 
inmunidad de jurisdicción civil y administrativa, excepto en 3 casos, uno de los cuales 
es si se trata de “una acción referente a cualquier actividad profesional o comercial 
ejercida por el agente diplomático en el Estado receptor, fuera de sus funciones 
oficiales”. Además el Agente no podrá ejercer ninguna actividad comercial en provecho 
propio (Art. 42). 
 
Esta inmunidad de jurisdicción sigue el mismo patrón que la inmunidad de la que goza 
el Estado, que cuando realiza actos en el ejercicio de su soberanía, acta iure imperii, 
goza de inmunidad, mientras que cuando lleva a cabo actos propios de las actividades 
de gestión o administración de bienes privados, denominados acta iure gestionis, no 
goza de inmunidad. 
 
El art. 37 extiende la inmunidad de jurisdicción a los miembros de la familia de los 
Agentes diplomáticos que formen parte de su casa, siempre que no sean nacionales del 
Estado receptor. 
 
Con base en el art. 39.2 de la Convención cesan las inmunidades de la persona que goce 
de éstas cuando termine sus funciones y salga del país o termine el plazo razonable para 
salir del mismo. No cesará la inmunidad por los actos realizados en el ejercicio de sus 
funciones como miembro de la Misión. 
 
 




—En primer lugar, entre los conceptos que integran la deuda, tenemos facturas de viaje 
del personal diplomático italiano, así como de familiares y amigos del personal 
diplomático. 
 
Si los Agentes han contratado los viajes en ejercicio de sus actividades oficiales, 
gozarían de inmunidad de jurisdicción por lo establecido en el art. 31 de la Convención. 
 
Ahora bien, puesto que los Agentes no pagan, ante esta conducta abusiva no nos 
podemos quedar de brazos cruzados y partiendo del art.41.1 del Convenio (Sin perjuicio 
de sus privilegios e inmunidades,  todas las personas que gocen de esos privilegios e 
inmunidades deberán respetar las leyes y reglamentos del Estado receptor), el Estado 
receptor encuentra en el propio derecho diplomático y consular respuesta a los abusos, 
mediante actuaciones como: 
 
- Declarar al Agente como persona non grata. 
- Reducir o retirar personal acreditado. 
- Romper las relaciones diplomáticas. 
 
Estas actuaciones no son llevadas a cabo por particulares, ni por abogados, el 
procedimiento a seguir sería el siguiente: 
 
Se debe poner el asunto en conocimiento del Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación para que éste solicite del Estado acreditante bien que compela al Agente 
diplomático al cumplimiento de su obligación o bien que renuncie a la inmunidad; y si 
el Estado acreditante no accede a ello, siempre puede el Estado receptor, como hemos 
dicho, declarar persona non grata al Agente, lo que implica el término de sus funciones, 




Además, el Tribunal Constitucional señala también que, si los poderes públicos no 
adoptan las medidas adecuadas para proteger los derechos e intereses del particular, éste 
podrá ejercitar la acción indemnizatoria prevista en el artículo 106 CE
31
, por la lesión 
sufrida en sus bienes y derechos. 
 
Otra posibilidad que pueden llevar a cabo nuestros clientes para defender sus derechos 
es, en base a la Sent. TC 140/1995, la siguiente: 
 
- Presentar una reclamación ante los Tribunales del Estado extranjero. El art. 31.4 de la 
Convención señala que la inmunidad de jurisdicción del Agente diplomático no le 
exime de la jurisdicción del Estado acreditante; lo que ocurre es que acudir a los 
Tribunales italianos supone un coste elevado. 
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Por el contrario, si los Agentes contrataron los viajes fuera de sus funciones oficiales, 
no gozarán de la inmunidad de jurisdicción civil y podrán ser juzgados por nuestros 
Tribunales, previa demanda de nuestros clientes, siguiendo los pasos que luego 
indicaremos. 
 
Dicho lo cual, mención aparte merecen las facturas de viajes de los amigos del personal 
diplomático. Debemos destacar que los amigos de este personal no gozan de la 
inmunidad de la que sí gozan los Agentes y sus familiares, pero la deuda es contraída 
por los Agentes, por lo que lo que interesa es la actuación de éstos, en el ejercicio o no 
de sus funciones. Consideramos que contratar viajes a amigos por parte del personal 
diplomático no se puede entender dentro de un ejercicio de sus funciones, sino al 
margen de ellas, por lo que confiamos en que las autoridades judiciales consideren, 
como nosotros lo hacemos, que en este caso los Agentes no gozan de inmunidad de 
jurisdicción, con lo que recomendamos a nuestros clientes que los demanden, por los 
procedimientos que indicaremos. 
 
 
—Otros conceptos que integran la deuda son 73.000 euros en estancias vacacionales de 
cortesía para políticos y empresarios españoles, así como para diplomáticos de terceros 
Estados. 
 
Una de las funciones de la Misión diplomática es fomentar las relaciones amistosas y 
desarrollar las relaciones económicas, culturales y científicas entre España e Italia, por 
lo que el regalar estancias vacacionales a diplomáticos de terceros países no entra en el 
marco de las funciones de un Agente diplomático italiano que trabaja en España, así que 
creemos que el Agente italiano no goza de inmunidad jurisdiccional civil y debe ser 
demandando. 
 
Por lo que respecta a las estancias vacacionales de cortesía para políticos y empresarios 
españoles, si los Agentes actuaron en el ejercicio de sus funciones oficiales, gozarán de 
la inmunidad de jurisdicción (aunque se podrán llevar a cabo las actuaciones antes 
mencionadas: comunicación al Ministro del abuso, realizar la acción indemnizatoria o 
demandar en Italia) y si, por el contrario, actúan fuera de éstas, podrán ser demandados. 
 
Recomendamos a nuestros clientes que interpongan demandas a los Cónsules y Agentes 
deudores por vía del procedimiento monitorio.  
 
Por medio de la Ley 37/2011, de medidas de agilización procesal, “se suprime el límite 
cuantitativo del procedimiento monitorio, equiparándolo de este modo al proceso 
monitorio europeo, con el fin de evitar limitaciones de acceso a este procedimiento”, 
por lo que podrán reclamar toda cantidad que les sea adeudada, sin límite de cuantía.  
 
El proceso monitorio viene regulado en los arts. 812 a 818 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. Establece el art. 812 que podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro 
el pago de una deuda dineraria, líquida, determinada, vencida y exigible, y se ha de 







Será exclusivamente competente para el proceso monitorio el Juzgado de Primera 
Instancia del domicilio o residencia del deudor o, si no fueren conocidos, el del lugar en 
que el deudor pudiera ser hallado a efectos del requerimiento de pago por el Tribunal. 
(Art. 813 LEC). 
 
El procedimiento monitorio se inicia por petición del acreedor (en este caso la agencia 
de nuestros clientes), se expresará la identidad del deudor, los domicilios de ambas 
partes y el origen y la cuantía de la deuda, así como las facturas que guardan nuestros 
clientes. En esta petición inicial no es necesaria la presencia de procurador ni abogado. 
 
El Secretario judicial requerirá al deudor para que, en el plazo de veinte días, pague: 
 
- Si paga, el Secretario judicial acordará el archivo de las actuaciones. 
 
- Si el deudor presenta escrito de oposición dentro de plazo, el asunto se resolverá 
definitivamente en juicio que corresponda. El escrito de oposición deberá ir 
firmado por abogado y procurador. 
 
En este caso, el asunto se resuelve por juicio ordinario, por razón de la cuantía, ya que 
se tramitan por juicio ordinario las demandas en las que la cantidad reclamada supera 
los 6.000 euros (Art. 249.2 LEC). 
 
Se ha de presentar la demanda en el plazo de un mes desde el escrito de oposición, ya 
que establece el apartado 2 del art. 818 LEC que si “el peticionario no interpusiera la 
demanda correspondiente dentro del plazo de un mes desde el traslado del escrito de 
oposición, el Secretario judicial dictará decreto sobreseyendo las actuaciones y 
condenando en costas al acreedor. Si presentare la demanda, en el decreto poniendo fin 
al proceso monitorio acordará dar traslado de ella al demandado conforme a lo 
previsto en los artículos 404 y siguientes de la presente ley.” 
 
En el juicio ordinario sí que es obligatoria la presencia de abogado y procurador, por lo 
que en la demanda se deben indicar sus nombres, además de las partes que intervienen, 
así como los hechos y fundamentos legales en los que se basa la pretensión.                         
 
Una vez contestada la demanda, el Secretario judicial convocará a las partes a una 
audiencia, a la que deberán acudir acompañadas de letrado, y el tribunal tratará de que 
lleguen a un acuerdo. En el caso de existir este acuerdo, el juez lo recogerá en 
la sentencia y su cumplimiento será obligatorio para ambas partes.                                                 
 
En el caso de que este acuerdo no se alcance, en la comparecencia las partes realizarán 
la proposición de prueba, solicitando que se practiquen aquellas que consideren 
necesarias para fundamentar su derecho, y se citará a las partes a la celebración del 
juicio oral. 
 
En este acto se practicarán las pruebas propuestas y se formularán las conclusiones 
consistentes en una valoración de los resultados de las pruebas en relación con los 
hechos que se alegaron en los respectivos escritos de demanda y contestación. El juicio 
quedará entonces visto para sentencia. La sentencia deberá pronunciarse sobre las 
pretensiones que han sido ejercitadas por cada una de las partes y será apelable, esto es, 
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